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BOLETIN N° 1375‑10.

INFORME DE LA COMISION ESPECIAL ENCARGADA DE ESTUDIAR EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL ACUERDO CONSTITUTIVO DE LA ORGANIZACION MUNDIAL DEL COMERCIO Y SUS ANEXOS, SUSCRITOS EL 15 DE ABRIL DE 1994, EN MARRAKECH, MARRUECOS, AL TERMINO DE LA OCTAVA RONDA DE NEGOCIACIONES MULTILATERALES DEL GATT.

HONORABLE CAMARA:


Vuestra Comisión Especial encargada de estudiar El proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional multilateral denominado "Acuerdo de Marrakech" por El que se establece la Organización Mundial del Comercio" y sus anexos, suscritos El 15 de abril de 1994, en Marrakech, Marruecos, al término de la Octava Ronda de Negociaciones Multilaterales del GATT, conocidas como Ronda Uruguay, pasa a informaros de su cometido.

Este proyecto de acuerdo ha sido sometido a vuestra consideración en primer trámite constitucional, con urgencia "simple".

I.
ANTECEDENTES SOBRE LA INTEGRACION Y TRABAJO DE LA COMISION.

Vuestra Comisión, establecida por acuerdo adoptado por la H. Cámara, en su sesión del día 4 de octubre de 1994, estuvo integrada por los HH. Diputados:

‑ Álvarez‑Salamanca Büchi, don Pedro;

‑ Ávila Contreras, don Nelson;

‑ Caminondo Sáez, don Carlos;

‑ Dupré Silva, don Carlos;

‑ Estévez Valencia, don Jaime;

‑ Fuentealba Vildósola, don Renán; 

‑ Leay Morán, don Cristian;

‑ Letelier Morel, don Juan Pablo; 

‑ Matthei Fornet, doña Evelyn;

- Munizaga Rodríguez, don Eugenio;

‑ Rebolledo Leyton, doña Romy; 

‑ Silva Ortiz, don Exequiel, y

‑ Walker Prieto, don Ignacio


En su sesión constitutiva, la Comisión procedió a elegir a su presidente, nominación que recayó, por unanimidad, en el H. Diputado don Jaime Estévez Valencia.


La Comisión celebró ocho sesiones, entre el 5 octubre y el 2 de noviembre de 1994, con una duración total de 14 horas y 55 minutos y un promedio de asistencia por sesión de diez señores Diputados miembros. También asistió el Diputado don Ramón Pérez Opazo, en su calidad de Presidente de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo de la H. Cámara.


Participaron en los trabajos de la Comisión, las siguientes personas:

- Los Ministros de Relaciones Exteriores; de Hacienda; de Economía, Fomento  y reconstrucción, y de Agricultura, señores José Miguel Insulza Salinas; Eduardo Aninat Ureta; Alvaro García Hurtado, y Alejandro Gutiérrez Arteaga, quien lo hizo en calidad de subrogante, respectivamente;

‑ El Director de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador don Juan Salazar Sparks;

‑ El Director de Asuntos Económicos Multilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministro Consejero don Alejandro Jara Puga;

‑ El Jefe de Gabinete del Director de Relaciones Económicas Internacionales, señor Patricio Balmaceda Ureta;

‑ El Presidente de la Comisión de Acuerdos Internacionales de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Domingo Arteaga Garcés;

‑ El Consejero de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), señor Juan Díaz, y el Asesor de la misma entidad, señor Rodolfo Benítez;

‑ La Presidenta de la Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos Textiles (CONTEXTIL), señora Patricia Coñomán Carrillo;

‑ El Presidente del Instituto Textil de Chile A.G., señor Fernando Magnasco Aste, y el Director Gerente del mismo Instituto, señor Mario García Viñuela;


‑ El
Director del Instituto Libertad, señor Pedro Daza Valenzuela;

‑ El Director del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Pablo Kangiser Gómez, y El Investigador Asociado del mismo Instituto, señor Andrés Concha Rodríguez;

‑ La Investigadora de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), señora Alicia Frohmann Steinberg;

‑ El Investigador de la Corporación de Investigaciones Económicas para Latinoamericana (CIEPLAN) y experto de la Unidad de Comercio Internacional de la División de Comercio Internacional, Transporte y Financiamiento de CEPAL, señor Raúl Eduardo Sáez Contreras;

‑ El Jefe del Departamento Organización Mundial del Comercio, del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Eduardo Gálvez;

‑ La funcionaria del Departamento Organización Mundial del Comercio, del Ministerio de Relaciones Exteriores, señora Jeanette Venegas, y

‑ EL Jefe del Departamento de Cooperación Internacional y Comercio Exterior del Ministerio de Agricultura, señor Hernán Burgos Mujica.

Se excusaron de asistir: la Sociedad Nacional de Agricultura, la Asociación de Exportadores y Embotelladores de Vinos A.G., la Federación de Productores de Frutas de Chile (FEDEFRUTA) y la Asociación de Exportadores de Chile A.G. Estas dos últimas, sin embargo, hicieron llegar sus opiniones por escrito.

II.
ANTECEDENTES GENERALES RELACIONADOS CON LOS ACUERDOS INTERNACIONALES EN TRAMITACION.

1.
El marco institucional en que se desarrollan las negociaciones comerciales multilaterales.


a) El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros (GATT, según la sigla de "General Agreement on Tariffs and Trade") es, por una parte, El único tratado multilateral que define reglas convencionales para la liberalización del comercio internacional y, por otra, es El principal organismo internacional en El que sus Partes Contratantes negocian la reducción de los obstáculos al comercio, así como las Relaciones comerciales internacionales. Su objetivo fundamental es promover un comercio más libre y no discriminatorio.

El GATT entró en vigor en enero de 1948, y después de esa fecha, El número de sus Partes Contratantes ha pasado de los 23 países fundadores, entre los que estuvo Chile, a los 117 países que lo integran actualmente; más 18 países que aplican sus normas de facto, y 19 que se encuentran en vías de cumplir las condiciones para acceder definitivamente a él, entre Ellos varias Repúblicas de la ex URSS, como Mongolia, Federación de Rusia, BiElorrusia, Moldavia, Ucrania y Lituania. En las mismas condiciones se encuentran Taiwán, Croacia y Bulgaria. De este modo, son 154 países los que están vinculados al GATT, con lo que, prácticamente, todo El comercio mundial se rige por su normativa.

b) En nuestro país, la ley N°​9.332, autorizó al  Presidente de la República para dictar las disposiciones reglamentarias que permitieran la debida ejecución del Protocolo de Aplicación Provisional del GATT; El decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 229, de 1949, lo promulgó y fue publicado en El Diario Oficial del 24 de marzo del mismo año. Luego, El decreto supremo N° 286, de 1950, del Ministerio ya señalado, ordenó cumplir como ley de la República El Protocolo que fijó las condiciones en que Chile adhirió al GATT. Dicho decreto supremo fue publicado en El Diario Oficial del 30 de mayo de 1950, junto con la lista de ventajas aduaneras concedidas por Chile en las negociaciones de Annecy y las concesiones directas obtenidas por nuestro país en las mismas negociaciones.

c) EL GATT procura alcanzar la liberalización del comercio internacional mediante la aplicación entre sus Partes Contratantes del tratamiento de la nación más favorecida y del tratamiento nacional; la reducción general y progresiva de los derechos de aduana; la prohibición de las restricciones cuantitativas a las operaciones de comercio exterior; la reglamentación de las exportaciones; la regulación de las zonas de libre comercio y de las uniones aduaneras, El establecimiento de un sistema de cláusulas de salvaguardia y de un mecanismo para la solución de controversias entre las Partes Contratantes‑

La regulación de estas materias se orienta en El marco del GATT por tres principios fundamentales:

El primero de Ellos es que El comercio internacional no debe estar sujeto a ninguna discriminación; por consiguiente, todas las Partes Contratantes quedan obligadas a otorgarse inmediata e incondicionalmente, en virtud de la cláusula de la nación más favorecida, las ventajas comerciales que concedan a cualquier país respecto de los derechos y cargas que graven las operaciones de comercio exterior, y a la administración de esos tributos, según lo dispone el artículo primero del GATT.

Lo anterior se complementa por la obligación del trato nacional contenida en el artículo 2° del GATT, en virtud del cual, en materia de tributos internos y de cualquier otra reglamentación interna, los países no pueden discriminar entre producto nacional y el similar originario de otro país.

El segundo principio indica que las industrias nacionales deben protegerse exclusivamente por medio de aranceles aduaneros, sin recurrir a ninguna otra medida comercial. De ese modo, se prohíbe expresamente la fijación de cuotas de importación como medida de protección. Su utilización, especialmente para salvaguardia de la balanza de pagos, requiere de condiciones y consultas entre las Partes Contratantes que el GATT regula entre sus artículos XI al XV.

El tercero y último principio, consubstancial con el GATT, son las consultas entre Partes Contratantes cuando se trate de evitar perjuicios a sus intereses según los procedimientos establecidos en los artículos XXII y XXIII del Acuerdo.

Toda Parte Contratante que considere que una ventaja de anulada o comprometida, o que se dificulta la consecución de uno de los objetivos del GATT por medidas adoptadas por otra Parte Contratante, puede entablar las consultas correspondientes. Si por esta vía no llega a un arreglo satisfactorio, El país perjudicado puede presentar una reclamación ante las Partes Contratantes, las que tienen la obligación de proceder inmediatamente a una investigación para formular recomendaciones o estatuir acerca de la cuestión. En la práctica, las controversias no resueltas por consultas son sometidas a un grupo de expertos Elegidos entre los países que no tienen interés directo alguno en la cuestión de que se trate. Designados con El nombre de "panels" o grupos especiales, estos órganos han sido de gran eficacia para ayudar a las Partes Contratantes a llegar a una solución de sus controversias.

Por otro lado, la reducción general y progresiva de los derechos de aduana es un objetivo del GATT que responde a la convicción de sus Partes Contratantes de que estos derechos constituyen con frecuencia serios obstáculos para El comercio, según lo afirman en su artículo XXVIII bis, de ahí que asignan a las negociaciones correspondientes "una gran importancia para la expansión del comercio internacional".

En El seno del GATT se han llevado a cabo ocho negociaciones comerciales multilaterales conducentes a tal objetivo, siendo las Rondas de Tokio y de Uruguay las dos últimas.

En estas negociaciones cada Parte Contratante negocia con El principal proveedor del producto gravado con el derecho aduanero a reducir, de manera que las ventajas resultantes de esta relación bilateral se extienden, por efecto de la cláusula de la nación más favorecida, al conjunto de las Partes Contratantes del GATT.

2.
El impacto económico de las negociaciones comerciales mul​tilaterales.

Estudios de CEPAL señalan que el efecto sobre el volumen del comercio, como resultado de las primeras siete rondas de negociaciones, ha sido significativo, ya que el nivel promedio de tarifas o aranceles cuando se creó el GATT era de alrededor de un 40%; en cambio, treinta años más tarde alcanzaban niveles inferiores al 10%, situándose en algunos casos entre el 3% y el 5% [Doc. L c/R. 1447, de 9 de septiembre de 1994. La Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales: una evaluación para América Latina y E1 Caribe, preparado por Sebastián Sáez, experto de CEPAL].

Otros antecedentes proporcionados por el Ministerio de Relaciones Exteriores indican que en las cinco primeras Rondas del GATT se logró una amplia liberalización del comercio internacional. En Ginebra 1947, se acuerda crear el GATT; en Annecy 1949, se negocian cerca de 5.000 concesiones; en Torquay 1950‑1951, unas 8.700; en Ginebra 1955‑1956, se negocian reducciones arancelarias por 2.500 millones de dólares, y en la Ronda Dillon 1960‑1961, se negocian unas 4.400 concesiones.

Los acuerdos logrados en estas negociaciones han sido oportunamente incorporados al orden jurídico interno. A título ilustrativo, los decretos supremos del Ministerio de Relaciones Exteriores N°s. 297, 298, 299 y 300, todos de 1981, promulgaron los acuerdos adoptados en la Ronda Tokio, a saber, el Protocolo Suplementario al Protocolo de Ginebra del GATT; el Acuerdo sobre Procedimiento para el Trámite de Licencias de Importación; El Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio, y El Acuerdo Relativo a la Interpretación y Aplicación de los Artículos VI, XVI y XXIII del GATT.

Los acuerdos que se os informa en este acto fueron. adoptados al término de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales, llevadas a cabo desde El 31 de octubre de 1986 hasta El 15 de diciembre de 1993, cuya Acta Final fue suscrita en Marrakech, Marruecos, El 15 de abril de 1994, por representantes de 125 países, incluido Chile.

En cuanto al impacto que la Ronda Uruguay debiera producir sobre El comercio mundial, las estimaciones varían desde un aumento del 5% hecha por la UNCTAD (1994), hasta un 12% calculado por El GATT (1993).

Fuentes de CEPAL ya señaladas, al hacer una evaluación prEliminar de los resultados de la Ronda Uruguay, orientada hacia los países de América Latina, señalan que las exportaciones de la Región que ingresarán libres de Aranceles a los mercados de Estados Unidos, la Unión Europea, Canadá y Japón, pasará de un 30% a un 47%. Se agrega que si se considera El número de líneas arancelarias libres de Aranceles, estas se incrementarán desde 2.100 a 5.000, es decir, desde un 15% a un 34% del total. Se observa asimismo que las exportaciones con destino a ese grupo de países con Aranceles superiores a un 15% bajan, en términos de valor, desde un 8,5% a un 6,4%. Por último, las líneas arancelarias sujetas a Aranceles superiores al 15% se reducen desde un 11% a un 5%.

Se sostiene, por otra parte, que para una economía pequeña como la nuestra, con un 0,2% de participación en las exportaciones mundiales y un 0,3% de las importaciones mundiales; abierta al comercio internacional, que basa su crecimiento en El desarrollo de las exportaciones y sin capacidad para tomar medidas de represalia comercial que sean efectivas ante medidas arbitrarias tomadas en los mercados de exportación en contra de productos chilenos, es esencial contar con un régimen multilateral de comercio, como El constituido en la Ronda Uruguay, que avance hacia una mayor liberalización de los mercados, defina reglas claras para El comercio internacional e instituya mecanismos de solución que compensen las diferencias de tamaño entre países y reglamente El uso de medidas de protección.

3.
Opiniones fundamentales del mensaje acerca de la Ronda Uruguay.

A1 tenor del mensaje del Presidente de la República, El principal resultado de la antedicha Ronda Uruguay es la creación de la Organización Mundial del Comercio, como tercer pilar del desarrollo económico internacional, al lado del Fondo Monetario Internacional y del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento después que la idea de su establecimiento fuera lanzada por El Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas hace más de cuarenta años.

Por otra parte, después de analizar los diversos acuerdos internacionales en trámite de aprobación parlamentaria, agrega que El término de la Ronda Uruguay generará en la economía mundial una fuerte dosis de certidumbre y estimulará no sólo El crecimiento de ésta, sino que también fortalecerá El sistema multilateral del comercio. Agrega que El establecimiento de la Organización Mundial del Comercio y El perfeccionamiento de la normativa jurídica que regula no sólo El comercio internacional de mercancías, sino que también otros ámbitos de la actividad productiva como la agricultura y los servicios, constituyen un paso trascendental en los objetivos de expandir y liberalizar El comercio mundial.

Tales resultados, a juicio del Ejecutivo, son de especial importancia para una economía pequeña y abierta como la chilena, que exporta más de un 35% de su producto geográfico bruto, por las mayores oportunidades de acceso a los mercados internacionales que tendrán los productos nacionales.

Finalmente, hace notar que con la ratificación de los Acuerdos adoptados en El Acta Final de la Ronda Uruguay, Chile incorporará a su ordenamiento jurídico instrumentos nuevos como los Códigos Antidumping y de Valoración Aduanera; se beneficiará de inmediato con las reducciones arancelarias negociadas; participará de pleno derecho en las negociaciones pendientes sobre servicios y otras materias tales como El comercio y medio ambiente, política de competencia y derechos laborales; y accederá al nuevo mecanismo de solución de diferencias para proteger sus intereses en caso de conflictos o desacuerdos comerciales con otros miembros del Acuerdo.

III.
RESEÑA DE LOS ACUERDOS INTERNACIONALES EN TRAMITE DE APROBACION.

A.   Reseña General.

1.-  Los Acuerdos de la Ronda Uruguay: se aprueban por Chile sólo los Acuerdos Comerciales Multilaterales.


El proyecto de acuerdo somete a vuestra consideración El Acuerdo por El que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), denominado por las Partes Contratantes "Acuerdo de Marrakech.", y sus anexos, como así también El Acta Final de la Octava Ronda de Negociaciones Multilaterales del GATT, suscrita El 15 de abril de 1994.


El "Acuerdo de Marrakech" consta de 16 artículos y 4 anexos. Los 3 primeros contienen los denominados "Acuerdos Comerciales Multilaterales" y El cuarto los "Acuerdos Comerciales Plurilaterales".


Los Acuerdos Comerciales Multilaterales forman parte integrante del Acuerdo de Marrakech y son vinculantes para todos los Estados miembros de la OMC; por su parte, los Acuerdos Comerciales Plurilaterales integran dicho Acuerdo y son vinculantes sólo respecto de aquellos Estados que los hayan aceptado; por lo tanto, no crean obligaciones ni derechos para los que no hayan manifestado formalmente su voluntad de incorporarse a Ellos, según lo dispuesto en los N°s. 2 y 3 del artículo III del Acuerdo.

Los Anexos 1A, 1B, 1C, 2 y 3 contienen los "Acuerdos 
Comerciales Multilaterales" siguientes:

- El Acuerdo General  sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 ("GATT de 1994") y la Lista VII, que recoge las concesiones y compromisos arancelarios de Chile, incluida en El Protocolo de Marrakech, anexo al GATT de 1994;

‑ El Acuerdo sobre la agricultura;

‑ El Acuerdo sobre la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias;

‑ El Acuerdo sobre los textiles y El vestido;

‑ El Acuerdo sobre obstáculos técnicos al comercio;

‑ El Acuerdo sobre las medidas en materia de inversiones relacionadas con El comercio;

‑ El
Acuerdo relativo a la  aplicación del artículo VI  del  Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994;

  ‑ El Acuerdo relativo a la aplicación del articulo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994;

‑ El Acuerdo sobre inspección previa a la expedición;

‑ El Acuerdo sobre normas de origen;

‑ El Acuerdo sobre procedimientos para el trámite de licencias de importación;

‑ El Acuerdo sobre subvenciones y medidas compensatorias, y

‑ El Acuerdo sobre salvaguardias.

b) El Anexo 1B: es El Acuerdo General sobre El Comercio de Servicios, incluida la lista de compromisos específicos de Chile.

c) El Anexo 1C: es El Acuerdo sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con El comercio.

d) El Anexo 2: es El Entendimiento relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias, y

e) El Anexo 3: se refiere al Mecanismo de examen de las políticas comerciales.

E Anexo 4 contiene los Acuerdos Comerciales Plurilaterales siguientes:

‑ EL Acuerdo sobre El Comercio de Aeronaves Civiles;

‑ EL Acuerdo sobre Contratación Pública;

‑ El Acuerdo Internacional de los Productos Lácteos, y

- El Acuerdo Internacional de la Carne de Bovino.

El mensaje señala que Chile no tiene intención de formar parte, por ahora, de estos Acuerdos Comerciales Plurilaterales, por lo que no han sido remitidos al Congreso Nacional para su aprobación legislativa.


Precisa, además, que los Acuerdos Comerciales Multilaterales, forman parte del Acuerdo de la OMC, por lo que la
 aceptación de éste implica necesariamente la de aquéllos, de manera que al aprobarse El primero se está también, indisolublemente, consintiendo en que Chile se haga Parte de los segundos.

2.
El Acta Final de la Ronda Uruguay: improcedencia de su aprobación.

El Acta Final de la Ronda Uruguay, que también somete a vuestra consideración El artículo único del mensaje, es El instrumento mediante El cual las Partes Contratantes testimonian con su firma los diversos acuerdos alcanzados durante las negociaciones y se comprometen a someterlos a la consideración de sus respectivas autoridades competentes con El fin de recabar la aprobación que corresponda, según sus ordenamientos jurídicos internos, inclusive las declaraciones y decisiones ministeriales.

También convienen en que es deseable que el Acuerdo sobre la OMC entre en vigor el 1 de enero de 1995, o lo antes posible después de esa fecha. Además, declaran que estos Acuerdos quedan abiertos a la aceptación como un todo, de conformidad con el artículo XIV de dicho Acuerdo.

Finalmente, se anexa al Acta Final, el texto de los Acuerdos Comerciales Multilaterales y Plurilaterales.

Vuestra Comisión os señala, desde ya, que ha estimado improcedente que la H. Cámara apruebe el Acta Final de la Ronda Uruguay, ya que si así fuera se estarían, implícitamente, sancionando los Acuerdos Comerciales Plurilaterales anexos a ella, no obstante la expresa declaración que el Presidente de la República formula en el mensaje en cuanto a que Chile no se hará parte de ellos.

A lo anterior se agrega que al Acta Final se anexan diversas decisiones, declaraciones y entendimientos que tienen por objeto orientar la aplicación de los Acuerdos de la Ronda Uruguay por los órganos de la OMC y, por lo tanto, no tienen relevancia jurídica inmediata para el orden normativo interno.

B.
Reseña, en particular, de los Acuerdos Comerciales Multilate​rales en trámite de aprobación.

El texto de estos instrumentos es muy voluminoso. En conjunto suman, aproximadamente, cuatrocientas páginas en su edición oficial, de manera que, por razones prácticas, no ha sido posible adjuntarlo al final de este informe.

1.    Reseña del "Acuerdo de Marrakech" por El que se establece la organización Mundial del Comercio.

a)    La creación de la organización

Mundial del Comercio (OMC).

Se trata de un tratado que contiene 16 artículos, en El que se regulan materias básicas sobre El establecimiento de la organización Mundial del Comercio, con lo que se pone término a la existencia provisional que ha tenido El GATT desde El fracaso de la Carta de la Habana, de 1948, que instituía la Organización Internacional del Comercio como una institución especializada dentro de la familia de las Naciones Unidas.

La OMC constituirá El marco institucional común para El desarrollo de las Relaciones comerciales entre sus miembros en los asuntos relacionados con El GATT, modificado en la Ronda Uruguay y todos los Acuerdos Comerciales Multilaterales y Plurilaterales negociados por las Partes Contratantes, según lo señalado en El artículo II del Acuerdo.

b) Las funciones de la OMC.

Sus funciones principales las indica El artículo III. En términos generales, serán:

1)Facilitar la aplicación, administración y funcionamiento de los Acuerdos Comerciales Multilaterales y favorecer la consecusión de sus objetivos.

Análogas tareas le corresponderá cumplir respecto de los Acuerdos Comerciales Plurilaterales.

2) Servir de foro para las negociaciones comerciales multilaterales entre sus Miembros;

3) Administrar el Entendimiento sobre Solución de Diferencias o "ESD" y el Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales denominado "MEPC", y

4) Cooperar con el Fondo Monetario Internacional y con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, o Banco Mundial, con el fin de lograr una mayor coherencia en la formulación de la políticas económicas mundiales.

c) La estructura orgánica de la OMC.

EL órgano supremo de la OMC será la Conferencia Ministerial, que se reunirá por lo menos cada dos años, compuesta por representantes de todos los miembros. A ella le corresponderá desempeñar las funciones de la organización, para lo cual tendrá facultad de adoptar decisiones sobre todos los asuntos comprendidos en El ámbito de los Acuerdos Comerciales Multilaterales, si así se lo pide un Miembro, conforme lo dispone El N° 1 del artículo IV.

En los intervalos entre reuniones de la Conferencia Ministerial, desempeñará sus funciones El Consejo General, también compuesto por representantes de todos los Miembros.

A este Consejo General le corresponderá actuar como órgano de solución de diferencias establecido en el Entendimiento sobre Solución de Diferencias (Anexo 2) y como órgano de examen de las políticas comerciales instituido en el Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales (Anexo 3).

Además, se establecen consejos especializados para determinados Acuerdos: el Consejo del Comercio de Mercancías para supervisar el funcionamiento de los Acuerdos Comerciales Multilaterales del Anexo lA); el Consejo del Comercio de Servicios para supervisar el funcionamiento del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios, denominado "AGCS", y el Consejo de los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio, denominado también Consejo de los ADPIC, que supervisará el funcionamiento del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio, designado en forma abreviada como "Acuerdo sobre los ADPIC".

La Conferencia Ministerial deberá establecer un Comité de Comercio y Desarrollo, encargado de examinar, periódicamente, las disposiciones especiales en favor de los países menos adelantados Miembros, contenidas en los Acuerdos Comerciales Multilaterales; un Comité de Restricciones por Balanza de Pagos y un Comité de Asuntos Presupuestarios, Financieros y Administrativos (artículo IV del Acuerdo sobre la OMC).

La Secretaría de la OMC será dirigida por un Director General, nombrado por la Conferencia Ministerial. A él corresponderá nombrar al personal de Secretaría. Tanto él como el personal a su cargo cumplirán funciones exclusivamente internacionales, de manera que en el cumplimiento de sus deberes no solicitarán ni aceptarán instrucciones de ningún gobierno ni de ninguna otra autoridad ajena a la OMC, absteniéndose, además, de realizar cualquier acto que pueda ser incompatible con su condición de funcionarios internacionales. Corresponderá a los Estados Miembros de la OMC respetar el carácter internacional de la Secretaría y no tratarán de influir sobre ellos en el cumplimiento de sus deberes (artículo VI).

Se ha previsto en el N° 2 del artículo XVI que, en la medida de lo posible, la Secretaría del GATT 1947 pase a ser la Secretaría de la Organización, lo mismo que su Director General, hasta que la Conferencia Ministerial nombre al Director de ella.

d) El financiamiento de la OMC.

Los aportes financieros de los Miembros al presupuesto de la organización serán determinados en una escala de contribuciones por la que se prorratearán los gastos (artículo VII).

El informe financiero del Ministerio de Hacienda, acompañado junto con el mensaje, destaca que la operación de la Organización será financiada a través de cuotas anuales que deberán pagar los Estados Miembros en función de los volúmenes de comercio que registren.

Esta es una materia que será tratada por el Consejo General una vez que comience a funcionar esta nueva institucionalidad, que en ningún caso, como lo señala dicha Secretaría de Estado, será durante El actual ejercicio presupuestario. En su oportunidad, la Ley de Presupuestos de la Nación deberá consignar El cumplimiento de la obligación que contrae nuestro país, de contribuir al financiamiento de esta nueva organización internacional.

             e) Estatuto jurídico de la OMC.


En cuanto a la condición jurídica de la OMC, cabe consignar, conforme al artículo VIII del Acuerdo de Marrakech, que ella gozará de personalidad jurídica y de privilegios e inmunidades para El ejercicio de sus funciones; éstos últimos similares a los contemplados en la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados de las Naciones Unidas, promulgada en Chile mediante El decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N°631, de 1951, publicado en El Diario Oficial del 12 de noviembre del mismo año.

Para la adopción de decisiones, la Organización mantendrá, por mandato del artículo IX de su Acuerdo Constitutivo, la práctica de adopción de decisiones por consenso seguida en El marco del GATT 1947. Para tal efecto, se consigna que se considerará que El órgano de que se trate ha adoptado una decisión por consenso sobre un asuntos sometido a su consideración si ningún Miembro presente en la reunión en que se adopte la decisión se opone formalmente a ella.

Salvo disposición en contrario, cuando no se pueda llegar a una decisión por consenso, la cuestión objeto de examen se decidirá por votación, para lo cual cada Miembro tendrá derecho a un voto en la Conferencia Ministerial y en el Código General.


La Conferencia Ministerial, para eximir a un Estado Miembro de una obligación impuesta en el Acuerdo de Marrakech o en los Acuerdos Comerciales Multilaterales deberá aprobar la medida por tres cuartos de los Estados Miembros, caso en el cual indicará las circunstancias excepcionales que justifiquen la decisión, los términos y condiciones que rijan su aplicación y expiración (artículo IX).


Todo Miembro tendrá derecho a promover una propuesta de enmienda del Acuerdo Constitutivo de la Organización y de los Acuerdos Comerciales Multilaterales, presentándola a la Conferencia Ministerial, lo mismo podrán hacer los consejos, aplicándose en tales casos los procedimientos del artículo X.


El acuerdo de Marrakech quedó abierto a aceptación de todas las Partes Contratantes del GATT de 1947 y de las Comunidades Europeas y esa aceptación se extenderá a los Acuerdos Comerciales Multilaterales a él anexos, según lo señala el N°1 del artículo XIV.


En esta forma, podrán ser Miembros iniciales de la Organización las Partes Contratantes del GATT de 1947 en la fecha de la entrada en vigor del Acuerdo de Marrakech y las Comunidades Europeas, que acepten dicho Acuerdo y los Acuerdos Comerciales Multilaterales y para los cuales se anexen Listas de Concesiones y Compromisos al GATT de 1994 o al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS).


Cabe consignar que se habla de "Miembro" y no de "Estado Miembro" en consideración a la

participación que se reconoce a la Unión Europea, así como a otras economías, que no son Estado propiamente tal, como Hong Kong y en el futuro Taiwán.

Todo Miembro podrá denunciar El Acuerdo Constitutivo de la Organización, la que producirá su efecto seis meses después de recibida la notificación El Director General de la OMC (artículo XV).

Cada Miembro deberá asegurarse que su legislación, reglamentación y procedimientos adminis​trativos se conformen con las obligaciones que les imponen los Acuerdos anexos al Acuerdo Constitutivo de la Organización; esto es, los Acuerdos
Comerciales Multilaterales en el caso de Chile (N°4 del artículo XVI).

f)
Observación de la Comisión contraria al carácter supra​nacional de la OMC.

Cabe señalar que El mensaje, al iniciar en su página 10 una síntesis de su análisis de los Acuerdos de la Ronda Uruguay, expresa que uno de sus objetivo es "Crear una organización supranacional que administre y reglamente la normativa multilateral que regirá El comercio mundial".

Vuestra Comisión no comparte El juicio del mensaje por cuanto El Acuerdo de Marrakech no confiere a los órganos de la Organización un poder de decisión o de regulación que surta efectos jurídicos directos en los Miembros, obligando a sus individuos, personas naturales o jurídicas, sin necesidad de acción intermedia alguna por parte de las autoridades nacionales.

Ello no es posible en nuestro ordenamiento jurídico, por cuanto cualquier regla de aplicación general requiere para su incorporación a la normativa interna de un acto administrativo o legislativo de aprobación, según si incida en materias del ámbito de la potestad reglamentaria o de la potestad legislativa.

El atributo de la supranaciona​lidad de las organizaciones internacionales no está reconocido en nuestra Constitución Política e implícitamente es rechazado en el inciso segundo del N°1 de su artículo 50, cuando dispone que las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. Al tenor de este precepto, no podrían aplicarse las decisiones del GATT de 1994 cuando incidan en el ámbito legal interno sin la previa aprobación parlamentaria.

Vuestra Comisión y el Ministerio de Relaciones Exteriores han estado de acuerdo en que el mensaje ha debido hablar, más bien, de una organización intergubernamental.

2.
El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.

a)
Textos normativos que componen el GATT de 1994.

Este es el primero de los Acuerdos Multilaterales sobre El Comercio de mercancías que contiene el Anexo 1A del Acuerdo de Marrakech. Su denominación abreviada es "GATT de 1994", y su texto está constituido por los instrumentos siguientes:

1) Las disposiciones del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio fechado el 30 de octubre de 1947, (excluyendo el Protocolo de Aplicación Provisional), rectificado, enmendado o modificado por los instrumentos legales que hayan entrado en vigor antes de la entrada en vigor del Acuerdo sobre la OMC;

2) Las disposiciones de los instrumentos legales que han entrado en vigor bajo el GATT 1947 antes de la vigencia del Acuerdo sobre la OMC, incluyendo: protocolos y certificaciones de concesiones arancelarias; protocolos de adhesión excluyendo sus disposiciones sobre aplicación provisional; exenciones otorgadas bajo el Artículo XXV del GATT 1947; y otras decisiones de las Partes Contratantes del GATT 1947;

3) Los entendimientos aprobados durante la Ronda Uruguay relativos a la interpretación de los artículos II. 1b); XVII; XXIV y XXVIII del GATT 1947 y los entendimientos relativos a las disposiciones del GATT en materia de balanza de pagos y a las exenciones de obligaciones dimanantes del GATT, y


4)
El Protocolo de Marrakech anexo al GATT de 1994.

Se puede advertir que el GATT de 
1994 asume la totalidad de la normativa del GATT de 1947, no obstante ambos instrumentos  son jurídicamente distintos, como lo ha hecho notar el Sistema Económico Latinoamericano (SELA) en su estudio sobre los "Resultados de las Negociaciones Comerciales Multilaterales de la Ronda Uruguay" (Documento S/PRAF‑RU/DT N° Rev 1, de marzo de 1994). De este concepto básico se desprenden elementos que refuerzan las reglas del sistema multilateral de comercio en materia de bienes. En primer lugar, el GATT de 1994 permite refundir y sistematizar en un sólo instrumento las rectificaciones, enmiendas, decisiones del GATT de 1947; contribuyendo así a corregir la fragmentación del sistema. En este contexto, evita así también la necesidad de recurrir a los procedimientos de enmienda consignados en el GATT de 1947, cuya aplicación produciría complicaciones innecesarias. Asimismo, forma la base para la aplicación definitiva de todas las disposiciones del Acuerdo General de una manera uniforme a y por todas las Partes Contratantes, eliminando los desequilibrios de derechos y obligaciones existentes en virtud de los protocolos de aplicación provisional. En fin, forma parte de un todo coherente ‑la Organización Mundial de Comercio‑ que abarca otros aspectos sustanciales del comercio internacional.

El Ministerio de Relaciones Exteriores ha hecho notar a vuestra Comisión que los entendimientos que hemos señalado constituyen interpretaciones de disposiciones actualmente vigentes en el marco del GATT de 1947, para mejorar o ampliar su aplicación, y que ninguna de ellas se refiere a materias de ley ni modifican disposiciones legales o reglamentarias del ordenamiento jurídico chileno.

b) Los compromisos arancelarios
                                                         que contrae Chile.

El Protocolo de Marrakech, anexo al GATT de 1994. contiene las listas de concesiones arancelarias acordadas por cada miembro para ser aplicadas mediante cinco reducciones iguales de los tipos, la primera a partir de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo sobre la OMC, y las siguientes los 1 de enero de cada uno de los años siguientes. Con respecto a los productos agropecuarios, el escalonamiento de las reducciones se aplicará en la forma especificada en las partes pertinentes de las listas.

Una vez que la lista de concesiones ha pasado a ser Lista anexa al GATT de 1994, el Miembro que la haya presentado tendrá en todo momento la libertad de suspender o retirar, en todo o en parte, la concesión contenida en la Lista con respecto a cualquier producto del que el abastecedor principal sea otro participante en la Ronda Uruguay cuya lista todavía no haya pasado a ser Lista anexa al GATT de 1994 (N°s . 1 a 4 del Protocolo).

La Lista VII es la correspondiente a Chile. En ella se fijan los nuevos niveles consolidados que nuestro país se propone alcanzar en el arancel de la nación más favorecida a partir de la entrada en vigor del Protocolo de la Ronda Uruguay, desde el tipo básico de derecho consolidado de 35%, negociado en la Ronda Tokio del GATT, aprobado en nuestro país por del decreto ley N°​3.566, de 1981, y promulgado por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N°297, del mismo año.

E1 nuevo nivel de consolidación de Chile baja al 25% ad valorem para todos los productos agropecuarios, salvo los afectos a banda de precio: el trigo y harina de trigo, azúcar, aceites oleaginosas; y los productos lácteos, para los cuales la consolidación es al 31,5%.


Los demás derechos y cargos que se consolidan en la Lista VII y que gravarán  las importaciones de estos productos son los siguientes:

‑ 50% recargo sobre el arancel para todos los bienes usados.

‑ Tasa de aeropuerto de 2% sobre el arancel para toda carga aérea proveniente del exterior.

‑ Tasa de despacho de 5% sobre el valor aduanero para mercancías liberadas total o parcialmente de derechos.

‑ Derecho de 10% sobre el valor del trabajo de reparación efectivo o incorporado, efectuado en el exterior a mercancías nacionales o nacionalizadas.

‑ Derechos aplicados a la admisión temporal de mercancías extranjeras sobre la base de los derechos aduaneros:

* Admisión temporal 1 día a 15 días 2, 5 %.

* Admisión temporal 16 días a 30 días 5,0%.

* Admisión temporal 31 días a 60 días 10, 0% .

* Admisión temporal 61 días a 90 días 15,0%.

 * Admisión temporal 91 días a 120 días 20,0%.

* Admisión temporal 121 días en adelante 100%.

* Tasa a la solicitud de prórrogas a las admisiones temporales de 10% sobre El valor aduanero.

‑ Carga por presunción de abandono, para mercancías que hayan permanecido en recintos de depósitos por un lapso de tiempo superior a 90 días, de 5% sobre El valor aduanero, más un recargo por días extra de permanencia hasta El retiro de aduana.

Cualquiera modificación que aumente estos derechos y cargas, después de la entrada en vigor de los Acuerdos de la Ronda Uruguay, deberá ser objeto de una renegociación con los Miembros de la Organización.

EL Ministerio de Relaciones Exteriores ha precisado a vuestra Comisión que de esta lista se derivan dos consecuencias generales:

a) Chile no podrá aplicar ningún derecho de aduana superior a los límites fijados, salvo como medida de salvaguardia que en El presente no son aplicables en Chile, o en virtud de la aplicación de derechos antidumping y derechos compensatorios, y

b) La aplicación de las sobretasas arancelarias permitidas en el artículo 10 de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, sumadas al derecho de aduana del 11%, no podrán exceder del 25% o del 31,5%, según el caso. Por lo que, en el futuro, ninguna sobretasa podrá ser superior al 14% o al 20,5% para los productos agrícolas antes mencionados.

Lo señalado significa que la incorporación de estos Acuerdos al orden jurídico interno modificaría tácitamente la referida norma legal, en la medida en que las sobretasas del 15%, 18% y 20 % pasarán a ser, por regla general, inaplicables.

3.
El Acuerdo sobre agricultura.

a)
Finalidad y estructura norma​


tiva del Acuerdo.

Conforme a las declaraciones que los Miembros formulan en el preámbulo, este instrumento se inserta en el objetivo de largo plazo de establecer un sistema de comercio agropecuario equitativo y orientado al mercado, consistente en prever reducciones progresivas sustanciales de la ayuda y la protección a la agricultura, como resultado de las cuales se corrijan y prevengan las restricciones y distorsiones en los mercados agropecuarios mundiales.


Este Acuerdo consta de
21 artículos y 3 anexos:

En el artículo 1 se definen diversos términos, tales como "Medida Global de la Ayuda", "producto agropecuario de base", "desembolsos presupuestarios"; "Medida de la Ayuda Equivalente", "subvenciones a la exportación", "concesiones sobre acceso a los mercados" y "Medida de Ayuda Total".

Los productos comprendidos en El Acuerdo, conforme a su artículo 2 y Anexo 1, son todos los indicados en los capítulos 1 a 24 del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, aprobado por El Consejo de Cooperación Aduanera, en 1983, e incorporado a nuestro ordenamiento jurídico por mandato del artículo 42 de la ley N° 18.768.

Se excluyen El pescado y los productos de pescado y se agregan, entre otros, El manital, sorbitol, aceites esenciales, cueros y pieles, seda cruda, lana y pelo, algodón en rama, lino y cáñamo.

Los compromisos en materia de ayuda interna y de subvenciones a la exportación consignados en la Parte IV de la lista de cada Miembro constituyen, según El artículo 3, compromisos de limitación de las subvenciones y forman parte del GATT de 1994. La Lista VII, de Chile, no contempla concesiones ni compromisos al respecto.

El mismo precepto, dispone que a reserva de los compromisos de ayuda interna, ningún Miembro prestará ayuda a los productores nacionales por encima de los niveles de compromiso especificados en su respectiva lista; y que tampoco podrá otorgar subvenciones a la exportación, del tipo de las que El Acuerdo enumera en El párrafo 1 de su artículo 9, con respecto a los productos o grupos de productos agropecuarios especificados en la sección II de la Parte IV de su lista, por encima de los niveles de compromiso en materia de desembolsos presupuestarios y cantidades especificados en la misma ni otorgará subvenciones con respecto a un producto agropecuario no especificado en la lista.

EL artículo 4 señala que las concesiones sobre acceso a los mercados corresponden a las consolidaciones y reducciones de Aranceles y otros compromisos consignados en las listas‑

El artículo 5 contempla dispo​siciones de salvaguardia especial respecto de la importación de productos agropecuarios en términos que exceden las condiciones comprometidas.

Los artículos 6 y 7 regulan los compromisos de ayuda interna contraídos en las listas respectivas.

Los artículos 8, 9 y 10 reglamentan las subvenciones a la exportaciones agrícolas. Como regla general, los Miembros se comprometen a no concederlas, salvo en las condiciones que El Acuerdo contempla.

El artículo 12 se refiere a las disciplinas en materia de prohibiciones y restricciones a la exportación. Estas medidas deberán tener debida consideración de sus efectos en la seguridad alimentaria de los Miembros importadores y serán notificadas al Comité de Agricultura de la Organización para los efectos de proceder a las consultas con los Miembros que tengan interés sustancial como importador.

El
 artículo 13 contempla normas sobre la debida moderación en materia de ayuda interna.

Los artículos 15 y 16 se refieren al tratamiento especial y diferenciado más favorable a los países en desarrollo y menos desarrollados. EL período de reducción general será de hasta 10 años, pero a los menos adelantados no se les exige que contraigan compromisos de reducción.

Los artículos 17 y 18 regulan el establecimiento del Comité de Agricultura cuya competencia fundamental será examinar la aplicación de los compromisos negociados en el marco del programa de reforma de la Ronda Uruguay.

EL artículo 20 se refiere a la continuación del proceso de reforma. En él, los Miembros reconocen que el logro del objetivo a largo plazo de reducciones sustanciales y progresivas de la ayuda y protección que se traduzcan en una reforma fundamental de los mercados agropecuarios mundiales es un proceso, por lo que se comprometen a reanudarlo un año antes del término del período de aplicación de seis años, que se inicia el años 1995.

b) Los compromisos que contraen los Miembros del Acuerdo.
Estudios de CEPAL, referidos a la propuesta agrícola de la Ronda Uruguay, señalan que los compromisos que los Miembros contraen con miras a regular el acceso a los mercados son los siguientes:

‑ Arancelización: conversión
de medidas no arancelarias en sus equivalentes arancelarios ad valorem.

‑ Reducción de los Aranceles resultantes en al menos un 15% por línea arancelaria y en promedio de un 36%, en un período de 6 años para los países desarrollados. Los países en desarrollo se benefician de un trato especial y diferenciado con porcentajes de un 10% de reducción mínima y de un 24%, en promedio, en un período de 10 años.

‑ Consolidación de los Aranceles agrícolas: compromiso de no aumentarlos por sobre los niveles resultantes de la arancelización, en los casos en que haya que hacerlo, y de los niveles vigentes antes de la Ronda Uruguay en El resto de los casos.

‑ Prohibición de adoptar algunas medidas no arancelarias definidas como tales: restricciones cuantitativas, gravámenes variables a las importaciones, precios mínimos de importación, licencias de importación discrecionales, y otros sistemas de efectos equivalentes.

Respecto de la ayuda interna, señalan que los países se comprometieron a reducir los subsidios a la producción interna que distorsionaban El comercio. La definición de medida agregada de apoyo interno incluye todas aquellas transferencias de carácter monetario orientadas a sustentar una producción local.

Quedan eximidos del compromiso de reducción todos aquellos subsidios que benefician la actividad agrícola y que  tienen por objetivo superar problemas de pobreza rural, preservación del medio ambiente e infraestructura. Estos deben, sin embargo, cumplir dos requisitos: i) no tener efectos de distorsión del comercio; y ii) no deben afectar la producción o tener un "efecto mínimo". Los programas eximidos deberán además: ‑estar financiados con fondos públicos y no significar transferencias de los consumidores; y, ‑no deberá implicar ayuda en materia de precios a los productores.

Los compromisos contemplados en el Acuerdo tienen como objetivo alcanzar una reducción de un  20% en los desembolsos para la producción doméstica en un período de 6 años para los países desarrollados. Los países en desarrollo deberán reducir en un 13% a lo largo de 10 años.

Respecto de los subsidios a las exportaciones constatan que se han negociado dos tipos de reducciones en los subsidios a las exportaciones agrícolas: i) reducción del monto de los subsidios a la exportación (se espera en un 36% en promedio); y ii) reducción de un 21% en el volumen de exportaciones afectas a subsidios en un período de 6 años. Los países en desarrollo deberán reducir un 24% de las asignaciones presupuestarias y un 14% el volumen de las exportaciones afectas a subsidio, también a lo largo de 10 años.

c) Importancia de las reducciones arancelarias en El marco de la agricultura. 
Sobre el resultado de las negociaciones de acceso se destaca El significativo aumento de las consolidaciones arancelarias resultantes.

En efecto, antes de la Ronda Uruguay del GATT un 58% de las líneas arancelarias de los países desarrollados estaban consolidadas; como resultado de estas negociaciones un 99% quedará sujeta a consolidaciones. Ello representa un 95% del valor de las importaciones de los países industrializados y un 98% de las importaciones provenientes de los países en desarrollo.

Igualmente significativas resultan las consolidaciones ofrecidas por los países en desarrollo que alcanzan un 89% de las líneas arancelarias y un 90% del valor de sus importaciones agrícolas.

Respecto de la cobertura de las ofertas, las cifras de CEPAL muestran que de las importaciones de los países industrializados, sólo un 2% de las líneas arancelarias (un 6% del valor de las importaciones? no registraba oferta antes del término de la Ronda Uruguay. En cambio, un 17% de el valor de las importaciones agrícolas de los países en desarrollo no registraba ofertas.

En cuanto a la profundidad de las reducciones arancelarias resultantes de la Ronda Uruguay, los antecedentes proporcionados indican que El promedio de los países desarrollados habrían ofrecido rebajas arancelarias para productos originarios de países en desarrollo, de un 36%.


Las categorías de productos más favorecidos  serían frutas, legumbres, semillas de oleaginosas, bebidas alcohólicas, cereales y bebidas tropicales. Las rebajas menores se producirían en los animales, y  productos del reino animal y productos lácteos.

d)
Obligaciones que Chile contrae en El marco del Acuerdo sobre la agricultura.

El Ministerio de Agricultura, en exposición que hizo el señor Subsecretario del ramo, opinó que la obligación de Chile respecto de este Acuerdo es sencilla. En la medida en que no tiene medidas internas descalificadas en el Acuerdo, ni subsidia sus exportaciones, su único compromiso se refiere a una reducción arancelaria igual al 24%, que podría cumplir en 10 años (ambas cosas en su calidad de país en desarrollo). En esta materia nuestro país, al igual que todos los demás, estableció oportunamente su oferta de reducción, que consiste en rebajar en cinco años su nivel arancelario consolidado en el GATT de 35% a 25%, con excepción de los productos agrícolas sujetos a bandas de precios u otras medidas de frontera. En este caso la rebaja comprometida se reduce a un 10%, es decir del 35% a un 31,5% en el mismo período. Indicó que todo lo anterior no representa un esfuerzo real, aun cuando constituye una tarea cumplida con gran sacrificio en años anteriores.

Sostuvo que Chile podrá mantener la vigencia de las bandas de precio en atención a que constituyen un mecanismo que no obedece al propósito de fomentar la producción, sino que a moderar la transmisión de los precios externos hacia El mercado interno. Es una fórmula no discriminatoria de regulación en frontera y esto, junto a lo anterior, las convierten en un Elemento que no vulnera las disposiciones del GATT.

Hizo notar que según El articuló 6 del 
Acuerdo, las medidas oficiales de  asistencia destinadas a fomentar El desarrollo agrícola y rural de los países en desarrollo, las subvenciones a la inversión de disponibilidad general y las subvenciones a los insumos agrícolas que, igualmente, sean de disponibilidad general para los agricultores pobres, quedarán eximidas de los compromisos de reducción de la ayuda interna. Conforme a esto, algunas medidas vigentes en nuestro país, como El fomento al riego se eximen de cualquier reducción. Esta última política se exime de compromiso, además, porque los desembolsos que se efectúan son inferiores al 10% del valor de la producción agropecuaria del país.

Refiriéndose a los beneficios directos del Acuerdo, expresó que existen limitaciones obvias para cuantificar los efectos que producirá en El comercio externo de Chile. Sostuvo que las reducciones comprometidas son modestas y su materialización recién se completará al cabo de diez años, por lo que es posible que los efectos sobre los precios externos no sean mayores que las variaciones cíclicas habituales en El mercado exterior. No obstante lo anterior, estimó razonable concluir que los productos exportables del país ganarán en competitividad al reducirse los niveles de protección interna y de frontera en los mercados tradicionales y que, asimismo, las posibilidades de acceder a nuevos mercados serán mejores que las anteriormente existentes. Concluyó afirmando que la reducción progresiva de los subsidios a las exportaciones, particularmente en los países desarrollados, permitirán que los precios de los productos tradicionales de Chile, sustitutos de importaciones, aumenten sus precios en El mercado externo y ganen en competitividad en El mercado nacional.

La opinión del Ministerio de Relaciones Exteriores es que las disciplinas nuevas que El Acuerdo introduce en El sector no traen consecuencias jurídicas sobre las normas legales chilenas.

Finalmente, cabe consignar que los Anexos del Acuerdo sobre la Agricultura son los siguientes: El 1, se refiere a los productos comprendidos en esta normativa; El 2, se ocupa de la ayuda externa: base para la exención de los compromisos de reducción. La regla esencial señala que las medidas de ayuda interna que se pretenda queden eximidas de los compromisos de reducción, deberán satisfacer El requisito fundamental de no tener efectos de distorsión del comercio ni efectos en la producción, o, a lo sumo, tenerlos en grado mínimo. EL 3, regula El cálculo de la medida global de ayuda.

4. El Acuerdo sobre la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias.

a) Finalidad y estructura norma
tiva de este Acuerdo.

El propósito fundamental de este instrumento es fomentar la utilización de medidas sanitarias y  fitosanitarias armonizadas  entre los Miembros, sobre la base de normas, directrices y recomendaciones internacionales Elaboradas por las organizaciones internacionales competentes, entre ellas la Comisión del Codex Alimentarius FAO/OMS, la Oficina Internacional de Epizootias y las organizaciones internacionales y regionales competentes que operan en el Marco de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria, sin que ello requiera que los Miembros modifiquen su nivel adecuado de protección de la vida o la salud de las personas y de los animales, o de preservación de los vegetales. La condición es que tales medidas no se apliquen de manera que constituyan un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre los miembros o una restricción encubierta al comercio internacional.

La referida Convención ha sido promulgada en Chile por El decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 843, de 1986, y publicada en El Diario Oficial El 6 de enero de 1987.

El Acuerdo en examen es un instrumento que consta de 14 artículos y tres anexos, en los que sustancialmente, se garantiza a los Miembros su derecho a establecen los niveles de protección que consideren adecuados para asegurar la salud animal y vegetal, y, por otra, se adopten resguardos para que las medidas que se adopten no constituyan barreras artificiales al comercio (artículo 2).

Con tal objeto, la medida debe estar fundada en testimonios científicos existentes y cuando Ellos fueren insuficientes podrán adoptarse provisionalmente sobre la base de la información pertinente de que disponga El Miembro interesado, con inclusión de la procedente de las organizaciones internacionales competentes y de las medidas análogas que apliquen otras Partes Contratantes (artículo 5).

El Acuerdo  requiere que los Miembros reconozcan zonas geográficas libres  de determinadas plagas o enfermedades y que adopten sus prescripciones a las características de la zona de origen y de destino del producto (artículo 6).

Se contemplan normas sobre la asistencia técnica, especialmente en favor de los países en desarrollo y un trato preferencial y diferenciado en beneficio de los países menos adelantados (artículos 9 y 10).

La administración del Acuerdo se encarga a un Comité de medidas Sanitarias y Fitosanitarias que servirá de foro para celebrar consultas, y los procedimientos para resolver las diferencias serán los que ha previsto El GATT de 1994, en las que los Miembros podrán pedir El asesoramiento de expertos (artículos 11 y 12).

El Anexo A, contempla diversas definiciones de términos y expresiones usadas en El Acuerdo; El Anexo B se refiere a la transparencia de las reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias, y El Anexo C, regula los procedimientos de Control, Inspección y Aprobación.

b)
Opinión del Ministerio de Agricultura sobre los alcances del Acuerdo.

EL Ministerio de Agricultura juzga este instrumento de la mayor trascendencia, por cuanto su aplicación tenderá a evitar El uso encubierto de medidas técnicas con El fin de obstaculizar El comercio. Los Elementos más significativos que reconoce en él son los siguientes:

1) La obligación de adoptar normas internacionalmente convenidas y respaldadas por organismos internacionales;

2) La aceptación del criterio de riesgo sanitario mínimo para comerciar, en oposición al riesgo cero;

3) EL reconocimiento de área libre de plagas para El intercambio, en lugar de país libre, y

4) El establecimiento de un código para la solución de diferencias.

Por último, se consigna que este Acuerdo no contempla normas que se opongan al orden normativo interno, e incluso es armónico con la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria, que rige en El país como ley de la República.

5. EL Acuerdo sobre los textiles y El vestido.

a) Regulación actual del sector.

En los últimos 20 años, este sector ha estado regido por El Acuerdo relativo al comercio internacional de los textiles, también denominado Acuerdo Multifibras (AMF), suscrito El año 1973, en El marco del GATT, y vigente desde El año 1974. En él participan 52 países, entre los que se cuentan los integrantes de la Unión Europea, Estados Unidos, Canadá, Hong Kong, Japón, entre los industrializados, y los países latinoamericanos que participan en él, son: Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, México, Panamá, Perú, República Dominicana y Uruguay.

Chile no es parte del AMF.

Con el AMF El comercio internacional textil y del vestido quedó exceptuado de las disciplinas del GATT, por cuanto al amparo de sus normas se desarrolló un sistema de cuotas entre los países partes, sin perjuicio de los Aranceles superiores al promedio de los productos manufacturados que afectaron al sector.

b) Propósitos del Acuerdo logrados  en la Ronda Uruguay.

En estas condiciones, las Partes Contratantes del GATT de 1947 se propusieron alcanzar en la Ronda Uruguay una mayor liberalización del comercio internacional en El sector, mediante su integración progresiva a las normas y disciplinas del GATT; además de establecer un trato especial a los países Miembros menos adelantados.

Para lograr tales propósitos, el Acuerdo en informe fija un período de transición de diez años, no prorrogable y dividido en tres etapas para la eliminación gradual de las restricciones no arancelarias y la reducción de los Aranceles que afectan a este comercio.

Estimaciones, de la UNCTAD, que CEPAL recoge en el documento antes citado, proyectan incrementos de un 78% de las exportaciones de textiles y un 135% de las confecciones en el mercado mundial, acompañados de reducciones de precios, si se eliminan la totalidad de las restricciones al comercio de este sector.

c)   Estructura normativa del Acuerdo y compromisos que contraen los Miembros de la OMC.
EL Acuerdo en informe consta de 9 artículos y un Anexo que contiene la lista de productos textiles y de vestidos comprendidos en sus normas, individualizados por sus códigos del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías.

Según el N° 1, este Acuerdo se limita a estipular las disposiciones que los Miembros de la Organización Mundial del Comercio aplicarán durante el período de transición para la integración del sector de los textiles y el vestido en El GATT de 1994.

Además compromete a los Miembros a que las medidas que adopten para mejorar El acceso a sus mercados permitan aumentar significativamente las posibilidades de los pequeños abastecedores y El desarrollo de oportunidades de mercado comercialmente importantes para los nuevos exportadores en la esfera del comercio de textiles y vestido, beneficiando, en la medida de lo posible, las exportaciones de los países menos adelantados Miembros (N°2 del artículo 1).

Por otra parte, señala que con el objeto de facilitar la integración del sector de los textiles y el vestido en El GATT de 1994, los Miembros deberán prever un continuo reajuste industrial autónomo y un aumento de la competencia en sus mercados.

El artículo 2 dispone, sustancialmente, que a partir de la fecha de entrada en vigor del ‑Acuerdo sobre la organización todas las restricciones cuantitativas al comercio vigentes entre Partes Contratantes del GATT de 1947 pasarán a regirse por las disposiciones de este Acuerdo, conforme al programa de integración progresiva que establece en tres etapas.

La primera etapa se concreta con la entrada en vigor del Acuerdo sobre la OMC, oportunidad en la que cada Miembro integrará productos que representen no menos del 16% del volumen total de las importaciones realizadas en 1990.

La segunda etapa concluye el primer día del 37° mes de vigencia del Acuerdo sobre la OMC, fecha en la que se integrarán productos que hayan representado no menos del 17% del volumen de las importaciones realizadas en 1990 por el Miembro de que se trate; la tercera se cumplirá el primer día del 85° mes, con la integración de no menos del 18% del volumen total de las importaciones, y la cuarta que culminará el primer día del 121° mes, fecha en la que el sector de los textiles y vestido quedará integrado en el GATT de 1994 al haberse eliminado todas las restricciones aplicadas al amparo de este Acuerdo.

EL artículo 3 ordena que los Miembros que mantengan restricciones a los productos textiles y de vestido, distintas a las mantenidas al amparo del AMF, sean o no compatibles con El GATT de 1994, deberán notificarlas en detalle al Organo de Supervisión de los Textiles (OST), encargado de supervisar la aplicación del Acuerdo y facilitar las notificaciones relativas a las mismas que hayan sido presentadas a cualquier otro órgano de la OMC.

Además, deberán ponerlas
en conformidad con el GATT de 1994 y suprimirlas gradualmente con arreglo a un programa que deberán presentar al OST.

El artículo 4 autoriza a los Miembros exportadores a administrar las restricciones cuantitativas que mantengan a los Miembros importadores y permite a estos a no aceptar envíos que excedan las restricciones notificadas en virtud del Acuerdo.

El artículo 5 establece diversas disposiciones destinadas a hacer frente a la reexpedición, la desviación, la declaración falsa sobre El país de origen o la falsificación de documentos oficiales. Los Miembros convienen en que de esa manera se frustra la integración del sector de los textiles y el vestido en el GATT de 1994, por lo que se comprometen a establecer la normativa y procedimientos necesarios para combatirla.

El artículo 6 regula un mecanismo de salvaguardia de transición que podrá ser aplicado a todos los productos comprendidos en el Anexo, con excepción de los integrados al GATT de 1994 en virtud de las disposiciones del Acuerdo. Estas medidas de salvaguardia podrán adoptarse cuando se demuestre que las importaciones de un determinado producto en el territorio de un Miembro han aumentado en tal cantidad que causan o amenazan causar un perjuicio grave a la rama de producción nacional de productos similares y/o directamente competidores. En tal caso, deberá demostrarse que la causa del perjuicio grave o de la amenaza real de perjuicios graves es ese aumento de cantidad de las importaciones totales del producto que se trata y no otros factores tales como innovaciones tecnológicas o cambios en las preferencias de los consumidores.

Estas medidas de salvaguardia podrán ser consultadas con los Miembros afectados y el OST podrá formular las recomendaciones que estime apropiadas.

En su aplicación deberán tenerse especialmente en cuenta los intereses de los Miembros exportadores, concediendo un trato considerablemente más favorable a los países menos adelantados.

Las medidas de salvaguardia de transición podrán mantenerse en vigor por un plazo de hasta tres años o hasta que el producto quede integrado en el GATT de 1994, si ello tuviera lugar antes.

Si tales medidas de limitación permanecieren en vigor por un período superior a un año, el nivel de los años siguientes será igual al nivel especificando con la aplicación de un coeficiente de crecimiento de no menos del 6%, salvo que se justifique otro coeficiente ante el OST.

EL artículo 7 contempla el compromiso de los Miembros de tomar medidas con El objeto de mejorar el acceso a los mercados para los productos textiles y de vestido por medio de la reducción y consolidación de Aranceles, la reducción o Eliminación de los obstáculos no arancelarios y la facilitación de los trámites aduaneros, administrativos y de concesión de licencias.

En el mismo sentido, deben garantizar la aplicación de políticas sobre condiciones de comercio leal y equitativo, en esferas tales como el dumping y procedimientos antidumping, las subvenciones, las medidas compensatorias y la protección de los derechos de propiedad intelectual.

El artículo 8 regula el establecimiento del OST y su competencia, fundamentalmente orientada hacia la aplicación del Acuerdo y a formular recomendaciones a los Miembros en toda cuestión que afecte el funcionamiento del Acuerdo.

Finalmente, el artículo 9 declara categóricamente que este Acuerdo quedará sin efecto, junto con las restricciones aplicadas en su marco, el primer día del 121° mes de vigencia del Acuerdo sobre la OMC, fecha en que el sector de los textiles y el vestido quedará plenamente integrado en el GATT de 1994. Agrega que no será prorrogable.

d) Opinión del sector textil nacional.

El Instituto Textil, la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación de Trabajadores Textiles estuvieron contestes en considerar un avance importante esta nueva normativa del GATT, por cuanto permitirá un mayor acceso al mercado internacional de los productos textiles y de la confección nacionales.

Sin perjuicio de ello, las organizaciones de empresarios y trabajadores coincidieron en manifestar su opinión favorable a que Chile se incorpore al AMF, por cuanto estiman que en los últimos años de su aplicación podría beneficiarse de las ventajas que otorga el sistema de cuotas para ampliar nuestras exportaciones hacia los principales mercados internacionales.

La Comisión y el Ministerio de Relaciones Exteriores concuerdan en que lo anterior no es pertinente, por cuanto el AMF terminará con la entrada en vigencia del Acuerdo sobre la OMC, siendo reemplazado por el Acuerdo en informe, del cual Chile pasa automáticamente a ser parte.  El sistema de cuotas del AMF se desmantelará gradualmente bajo al administración del OST, y no pueden aplicarse nuevas restricciones en términos de productos o de Miembros.

El Ministerio de Relaciones Exteriores precisó ante vuestra Comisión que este Acuerdo engloba todas las medidas que no son los derechos de aduana propiamente dichos, adoptadas al amparo de AMF.

Por último, se hace notar que Chile no aplica restricciones cuantitativas u otras medidas restrictivas a estos productos; además, no es miembro del AMF, por lo que el Acuerdo no produce efectos jurídicos en el orden normativo interno vigente.

6.  El Acuerdo sobre obstáculos
 técnicos de comercio.

a) Propósitos del Acuerdo.

Este instrumento se inspira en el deseo de las Partes Contratantes del GATT 1947, participantes en la Ronda Uruguay, de que los reglamentos técnicos y normas, incluidos los requisitos de envase y embalaje, marcado y etiquetado, y los procedimientos de evaluación de la conformidad con los reglamentos técnicos y las normas no creen obstáculos innecesarios al comercio internacional.

Sin perjuicio de lo anterior, se reconoce a los Miembros su derecho a asegurar la calidad de sus exportaciones o de proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o la preservación de los vegetales y del medio ambiente, a condición de que no se ejerza discriminatoriamente o para establecer una restricción encubierta del comercio internacional.

En ese espíritu, la Ronda Uruguay optó este Acuerdo, que aclara y amplía el Acuerdo sobre obstáculos técnicos al comercio de la Ronda Tokio, también conocido como Código de Normas, aprobado por Chile mediante el decreto ley Nº 3.569, de 1981; promulgado por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N°299, de 1981, y publicado en el Diario Oficial, como ley  de la República el 10 de junio del mismo año.

Del Acuerdo de la Ronda de Tokio, son signatarios: todos los países industrializados y los siguientes países en desarrollo: Argentina, Brasil, Corea, Chile, Egipto, Filipinas, Hong Kong, India, Indonesia, Malasia, Marruecos, México, Pakistán, Rwanda, Singapur,Tailandia y Túnez. Del Acuerdo de la Ronda Uruguay deberán serlo todos los Miembros de la OMC, en virtud de que la aceptación del Acuerdo sobre la OMC obliga a la aceptación de los Acuerdos Comerciales Multilaterales, entre los cuales se comprende el Acuerdo en informe en ate párrafo, según lo dispuesto por el N°2 del artículo II del Acuerdo Constitutivo de la OMC.

      b) Estructura normativa y alcances      del Acuerdo.


  Este instrumento consta de 15 artículos y tres anexos referidos a términos y su  definición a los efectos del presente acuerdo (anexo 1); a los grupos de expertos técnicos (anexo 2), y al código de buena conducta para la elaboración, adopción y aplicación de normas (anexo 3).

Se sostiene que el Acuerdo de la Ronda Uruguay sobre Obstáculos Técnicos al Comercio aclara y amplía el Acuerdo de la Ronda Tokio porque:

1) Refuerza las obligaciones para garantizar que los reglamentos técnicos y los procedimientos de evaluación de la conformidad no creen obstáculos no arancelarios innecesarios al comercio;

2) Extiende esas obligaciones de manera más clara a las instituciones públicas locales y a las instituciones no gubernamentales;

3) Alienta al reconocimiento mutuo de los reglamentos técnicos y normas de otros países, así como a los procedimientos de evaluación de la conformidad, y

4)
Impone nuevas disciplinas al establecimiento voluntario de normas.

La importancia de este Acuerdo reside en el hecho de que las normas técnicas y los proceso de verificación de la conformidad tienen un potencial para convertirse en barreras injustificadas al comercio. Por otra parte, teniendo en cuenta que los avances tecnológicos son generados en los países desarrollados, este acuerdo brinda una oportunidad a los países de mantenerse informados sobre las nuevas reglamentaciones y normas técnicas, de influir en su creación y su aplicación, y beneficiarse del vasto cúmulo de información tecnológica que será generado en el marco del Comité sobre Obstáculos Técnicos al Comercio que se establece en el artículo 13 del Acuerdo.

Cabe hacer notar que no se pueden formular reservas respecto de ninguna de las disposiciones del Acuerdo sin el consentimiento de los demás Miembros (artículo 15).

c)
Opinión
del
Instituto
de


Normalización Nacional (INN).

El Instituto de Normalización. Nacional (INN) es de opinión, en términos globales, que las obligaciones que contrae el país al suscribir este nuevo Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio no difieren mayormente de las obligaciones que se contrajeron en el Acuerdo resultante de la Ronda Tokio.

7.
El Acuerdo sobre las medidas en materia de inversiones relacio​nadas con el comercio.

a)
Propósito del Acuerdo.

Este instrumento se inspira en el propósito de promover la expansión y liberalización progresiva del comercio mundial y facilitar las inversiones a través de las fronteras internacionales para fomentar el crecimiento económico de todos los interlocutores comerciales, en particular de los países en desarrollo Miembros de la OMC, asegurando al mismo tiempo la libre competencia. Con tal fin, se procura evitar las medidas que puedan causar efectos restrictivos y distorsión del comercio.

b)
Estructura normativa del


Acuerdo y compromisos de los


Miembros.

Este Acuerdo, también conocido por su sigla inglesa de TRIMS, consta de 9 artículos y un anexo, que contiene una lista ilustrativa de las medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio de mercancías (denominadas "MIC") consideradas incompatibles con la obligación de trato nacional que deben observar los Miembros de la OMC, en conformidad con el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.

El Acuerdo dispone, en lo sustancial, que los Miembros no pueden aplicar ninguna MIC incompatible con las obligaciones de otorgar el tratamiento nacional o de eliminar las restricciones cuantitativas que establecen los artículos III y XI del GATT de 1994.

Según la lista anexa, se consideran incompatibles con el trato nacional las medidas que prescriban al inversionista la compra, o la utilización por una empresa, de productos de origen nacional o de fuentes nacionales, o que las compras o la utilización de productos de importación se limite a una cantidad relacionada con el volumen o el valor de los productos locales que la empresa exporte.

Se declaran incompatibles con la obligación de eliminar las restricciones cuantitativas al comercio las medidas legales o administrativas, entre otras, las que restrinjan la importación por una empresa de los productos utilizados en su producción local o

relacionados con ésta, en general o a una cantidad relacionada con el volumen o el valor de la producción local que la empresa exporte.

El Acuerdo exige la notificación obligatoria de todas las medidas incompatibles y su eliminación en un plazo de dos años en el caso de los países desarrollados, de cinco años en el de los países en desarrollo y de siete años en el de los países menos adelantados (N°s. 1 y 2 del artículo 5 del Acuerdo).

Para vigilar el funcionamiento y la aplicación del Acuerdo se establece un Comité de Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio, del que podrán formar parte todos los Miembros (artículo 7).

c)
Efectos que produciría en el estatuto de la industria automotriz.

En nuestro país, la aplicación del Acuerdo podría afectar al régimen legal para la industria automotriz, aprobado por la ley N° 18.483, particularmente si se quisiera ampliar más allá del 31 de diciembre de 1998, el derecho al crédito fiscal que se reconoce a las industrias terminales por concepto de integración nacional a los vehículos producidos y transferidos en el país y por las exportaciones en compensación u otras exportaciones de componentes nacionales que realicen (artículo 9° de la ley).

8.
El Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio  de 1994.

a)
Alcances del Acuerdo.

Este Acuerdo es también conocido como "Acuerdo Antidumping".

La prácticas de dumping son una preocupación casi centenaria en las legislaciones nacionales y en los tratados internacionales. has Partes Contratantes del GATT de 1947 reconocen que el dumping, que permite la introducción de los productos de un país en el mercado de otro país a un precio inferior a  su valor normal, es condenable cuando causa o amenaza causar un perjuicio importante a una producción existen‑te de una Parte Contratante o si retrasa la creación de una producción nacional.

Para corregir sus efectos, autoriza a toda Parte Contratante a percibir, sobre cualquier producto objeto de dumping, un derecho antidumping que no exceda del margen de dumping relativo a dicho producto.


b) Estructura normativa
del Acuerdo.

El Acuerdo de la Ronda Uruguay, que perfecciona el adoptado en la Ronda Tokio, consta de 19 artículos y dos anexos, referidos al procedimiento que debe seguirse en las investigaciones in situ realizadas conforme al párrafo 7 del artículo 6, y a la mejor información disponible en el sentido del párrafo 8 del artículo 6.

El principio rector en la aplicación de medidas antidumping indica que ellas procederán en las circunstancias previstas por el GATT de 1994 y en virtud de investigaciones iniciadas y realizadas en conformidad con las disposiciones del Acuerdo en informe.

Para tales efectos, las normas fundamentales que se contemplan son las siguiente::

‑ Se define el concepto de rama de la producción nacional afectada por el dumping (artículo 4);

‑ Se regula la inic='u ación y procedimiento de la investigación encaminada a determinar la existencia, el grado y los efectos del supuesto dumping (artículo 5);

‑ Se fijan los requisitos que deben reunir las pruebas del dumping a fin de garantizar los derechos de todas Partes (artículo 6);

‑ Se autoriza a las Partes a tomar medidas provisionales, en la forma de un derecho provisional o, preferentemente, una garantía igual a la cuantía provisionalmente estimada del derecho antidumping, que no podrá exceder del margen de dumping provisionalmente estimado (artículo 7);

‑ Se autorizan los compromisos relativos a precios, en virtud de los cuales el Exportador asume voluntariamente compromisos de revisar sus precios o de poner fin a las exportaciones a precios de dumping (artículo 8);

‑ Se fijan las condicion`s en las que se podrán cobrar derechos antidumping retroactivamente por el período en que se han adoptado medidas provisionales (artículo 10).

‑ Se determinan la duración y examen de los derechos antidumping, los que permanecerán en vigor sólo por el tiempo y en la medida necesarios para contrarrestar el dumping que está causando daño (artículo 11);

‑ Se compromete a los Miembros a mantener tribunales judiciales, arbitrales o administra​tivos destinados a la pronta revisión de las medidas adoptadas por la autoridad investigadora, relativas a la duración y examen de los derechos antidumping y los compromisos relativos a los precios (artículo 13), y

‑
Se establece un Comité de Prácticas Antidumping (artículo 16).

No podrán formularse reservas respecto de ninguna de las disposiciones del Acuerdo, sin el consentimiento de los demás miembros y los anexos se declaran formar parte integrante del mismo (N°2 y 18 del artículo 18).

La norma 8 del artículo 5 exige que se ponga fin inmediatamente a una investigación

antidumping cuando la autoridad determine que el margen de dumping es de mínimis, o que el volumen de las importaciones reales o potenciales objeto de dumping o el daño son insignificantes. Para estos efectos, se considerará de mínimis el margen de dumping cuando sea inferior al 2%, expresado como porcentaje del precio de exportación. Normalmente se considerará insignificante el volumen de las importaciones objeto de dumping cuando se establezca que las procedentes de un determinado país representan menos del 3% de las importaciones del producto similar en el Miembro importador.

Cabe señalar que en virtud de una nueva "cláusula de extinción", que se contempla en el párrafo 3 del artículo 11, todo derecho antidumping definitivo debe ser suprimido, a más tardar, en un plazo de 5 años contado desde la fecha de su imposición o desde la fecha del último, salvo que las autoridades determinen en un examen iniciado antes de esas fechas que la supresión del derecho daría lugar a la continuación o a la repetición del daño y del dumping.

c)
Efectos en la normativa interna


nacional.

En nuestro país las investiga​ciones y medidas antidumping están reguladas por la ley N°​18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país.

Dicho texto legal dispone en el inciso penúltimo de su artículo 11, que corresponderá a la Comisión Nacional encargada de investigar la existencia de distorsiones en el precio de las mercaderías importadas, conocer las investigaciones de que trata el Acuerdo relativo a la interpretación y aplicación de los artículos VI, XVI y XXIII del GATT, aprobado por el decreto ley N°​3.567, de 1980, y promulgado por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 300, de 1981.

La ley no contempla un procedimiento de revisión de la resolución que adopte la Comisión Nacional de Distorsión de Precios, ya que ella no resuelve; sólo recomienda, si procede, al Presidente de la República el establecimiento de sobretasas, derechos compensatorios o valores aduaneros mínimos o medidas provisionales en favor de la producción nacional afectada por un perjuicio significativo ocasionado por el producto ingresado al mercado con precio distorsionado.

Por tal motivo, será necesario que nuestro país modifique la ley N° 18.525, con el objeto de establecer el recurso de revisión de sus resoluciones y conformar sus procedimientos con las disposiciones de este Acuerdo, a más tardar en la fecha en que el Acuerdo sobre la OMC entre vigor para Chile, según lo dispone el párrafo 4 del artículo 18 del instrumento en informe.

9.
E1 Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.

a)

Alcances del Acuerdo.

El artículo VII del GATT de 1947 se refiere al aforo aduanero. En él las Partes Contratantes reconocen la validez de los principios

generales de aforo establecidas en las normas del articulo, y se comprometen a aplicarlos con respecto a todos los productos sujetos a derechos de aduana o a otras cargas o restricciones impuestas a la importación y a la exportación basadas en el valor o fijadas de algún modo en relación con éste.

En lo sustancial, el aforo debe basarse, conforme a dichos principios, en el valor real de la mercancía importada, entendiéndose por tal el precio al que la mercancías importadas y otras similares son vendidas u ofrecidas para la venta en el curso de operaciones comerciales normales efectuadas en condiciones de libre competencia.

Cuando sea imposible determinar el valor real, el 
valor real, el valor   de aforo se basará en el equivalente comparable que se aproxime más a dicho valor.

Las normas del artículo VII no son imperativas, de ahí que muchos países han mantenido para estos efectos la definición de Bruselas, establecida en la Convención sobre la valoración en aduana de las mercancías, de 1950, según la cual el derecho de aduana aplicable debe tomar en cuenta, por una parte, el precio de venta, y, por otra, el precio del transporte y del seguro.

Pues bien, el Acuerdo en informe se propone establecer un sistema equitativo, uniforme y neutro de valoración en aduana que excluya la utilización de valores arbitrarios o ficticios.


b) Estructura normativa del Acuerdo.

El texto del Acuerdo consta de 24 artículos y , 3 anexos, referidos a las notas interpretativas del articulado (anexo I); a la organización y funciones del Comité Técnico de Valoración en Aduana (anexo II), y a las reservas que los países en desarrollo pueden formular en relación con la aplicación de este Acuerdo (anexo III).

En la primera parte del Acuerdo, relativa a Normas de Valoración en Aduana, se dispone, en lo sustancial, que el valor de aduana de las mercancías importadas será el valor de transacción, es decir, el precio realmente pagado o por pagar por las mercancías cuando éstas se venden para su exportación al país de importación, ajustado con los elementos que fije el Acuerdo, entre otros; las comisiones y los gastos de corretajes; el costo de los envases o embalajes que, a efectos aduaneros, se consideren como formando un todo con las mercancías de que se trate, y los gastos de embalaje, tanto por concepto de mano de obra como de materiales, siempre y cuando estos gastos corran por cuenta del comprador y no estén incluidos en el precio realmente pagado o por pagar por las mercancías importadas (artículos 1 y 8, en relación con N° 1 de la introducción general del Acuerdo).

En la segunda parte, se contemplan normas sobre la administración del Acuerdo, consultas y solución de diferencias o controversias.


Para su administración se establecen un Comité de Valoración  en Aduana y un Comité

Técnico de Valoración en Aduana, que, entre otras funciones, prestará asesoramiento y asistencias a los Miembros que hayan entablado consultas solicitadas sobre materias relacionadas con el Acuerdo.

Las cuestiones que se susciten entre los Miembros con ocasión de la aplicación del Acuerdo serán resueltas, en primer término, mediante consultas bilaterales, y si no se llegare a un arreglo se podrá recurrir al Entendimiento sobre Solución de Diferencias del GATT de 1994.

La parte tercera del Acuerdo regula el trato especial y diferenciado en favor de los países en desarrollo que no sean partes del Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VII del Acuerdo GATT de 1947, adoptado en la Ronda de Tokio, los que podrán retrasar la aplicación del Acuerdo en informe por un período que no exceda de cinco años contado a partir de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo sobre la OMC.

c)
Efectos en la normativa interna


nacional.

La ley N° 18.525, ya referida a propósito de otros Acuerdos de la Ronda Uruguay reseñados en este informe, es, en términos generales, armónica con los principios del Acuerdo, ya que conforme a su artículo 6° y 7° el valor aduanero, como regla general, se determina a partir del precio de transacción, esto es, el precio realmente pagado o por pagar por las mercancías cuando éstas se venden para su ingreso al país, incluyendo todos los gastos que origina su traslado hasta su lugar de entrada al territorio nacional, comprendido en ello los de carga y descarga, transporte, comisiones, seguros, corretajes, intereses y el costo de los embalajes si estos no siguen su régimen aduanero propio.

Pero sus artículos 9° y 11 deberán ser modificados para armonizarlos con el N° 1, letra f ) del artículo 7 del Acuerdo, que impide aplicar valores aduaneros mínimos (VAM), ya que dichos artículos de la ley nacional hacen posible establecer los VAM respecto de productos que por circunstancias de mercado internacional ingresen al país con precios normales de transacción temporalmente disminuidos y cuya importación origine grave daño, actual o inminente, a la producción nacional.

Como Chile no es parte del Acuerdo en la versión de la Ronda Tokio, dispondrá de cinco años para hacer ésta y las otras modificaciones legales que sean necesarias para compatibilizar la normativa interna con el Acuerdo, conforme lo dispone el artículo 20.

Por último, cabría señalaron que a este Acuerdo no podrán formularse reservas respecto de ninguna de sus disposiciones sin el consentimiento de los demás Miembros (artículo 21) .

10.
El Acuerdo sobre inspección


previa a la expedición.

a) Acances del Acuerdo.

La inspección previa a la expedición consiste en la práctica de emplear empresas especializadas para verificar esencialmente el precio, la cantidad y la calidad de las mercancías pedidas al extranjero. Durante la Ronda Uruguay se observó que esta era una práctica a la que recurren los países en desarrollo y que se lleva a cabo en el territorio de los Miembros exportadores.

En documento del SÉLA antes citado, se señala que esta práctica tiene por finalidad salvaguardar los intereses financieros nacionales para evitar, por ejemplo, la fuga de capitales, los fraudes comerciales y la evasión de los derechos de aduana, así como contrarrestar las deficiencias de las infraestructuras administrativas.


b) Estructura normativa del Acuerdo.

El Acuerdo consta de 9 artículos, en los que se regulan las obligaciones de los miembros importadores que practican la inspección previa a la expedición, o Miembro usuario (artículo 2) y las de los Miembros exportadores de la mercancía sujeta a inspección (artículo 3).

Básicamente, las disposiciones del Acuerdo tienen por objeto asegurar que la inspección previa no cree dificultades a los comerciantes más allá de lo estrictamente necesario para llevar a cabo la inspección, y establece los parámetros en cuyo marco las entidades de inspección previa a la expedición pueden operar por prescripción de un gobierno en el territorio de otros gobiernos.

Los principios rectores en esta normativa son los de la no discriminación, del trato nacional, de la transparencia y la asistencia técnica.

c) Opinión del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El Ministerio de Relaciones Exteriores ha hecho notar en el seno de vuestra Comisión que este instrumento involucra disciplinas para aquellos países que emplean los servicios de empresas privadas para examinar las mercancías antes de su embarque y que Chile no emplea estos servicios por lo que la incorporación nacional al Acuerdo en informe no traerá consecuencias jurídicas específicas para el país.

11.
El Acuerdo sobre normas de


origen.

a) Alcances del Acuerdo.

El Acuerdo se funda en la convicción que asiste a los Miembros de que el establecimiento y aplicación de normas de origen claras y previsibles, que no constituyan por sí mismas obstáculos innecesarios al comercio, pueden facilitar las corrientes de comercio internacional‑


b) Estructura normativa del Acuerdo.

Este instrumento consta de 9 artículos y 2 anexos, referidos al Comité Técnico de Normas de Origen (anexo I) y a la declaración común acerca de las normas de origen preferenciales que deben formular los Miembros (anexo I I ) .

El Acuerdo establece, por una parte, un programa de armonización de todas las normas de origen aplicables en el contexto de los regímenes de comercio no preferenciales, que será llevado a cabo por la Conferencia ministerial del GATT de 1994, conjuntamente con el Consejo de Cooperación Aduanera (CCA) sobre la base de principios que el Acuerdo define en su artículo 9. Esta armonización permitirá que en los regímenes no preferenciales se aplique la misma norma en todos los países y en todos los contextos respecto de un mismo producto.

Por otra parte, el Acuerdo contiene disposiciones relativas a la administración de las normas de origen, a fin de garantizar que ellas no sean utilizadas para restringir odistorsionar  el comercio. El Comité de Normas de Origen, el Comité Técnico de  formas de Origen y la Conferencia Ministerial del GATT de 1994 serán los órganos del Acuerdo que junto con el CCA intervendrán en la aplicación del Acuerdo en sus diversos ámbitos.

c) Opinión del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El Ministerio de Relaciones Exteriores señaló a vuestra Comisión que este Acuerdo sólo contempla disciplinas y procedimientos para normas de origen utilizadas en instrumentos de política comercial no preferenciales. No están referidas al comercio sujeto a acuerdos preferenciales o de zonas de libre comercio como las que en Chile se emplean para administrar los beneficios de acuerdos preferenciales, principalmente los suscritos bajo el Tratado de Montevideo, de 1980, constitutivo de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALADI), promulgado en el país por el decreto supremo (RR.EE.) N° 568, de 1981.

12.
El Acuerdo sobre procedimien​tos para el trámite de licencias de importación.

a) Finalidad del Acuerdo.

La principal finalidad del Acuerdo que sobre la materia adoptó la Ronda Tokio fue la de asegurar que los procedimientos para el otorgamiento de licencias de importación no actúen como restricciones adicionales a las importaciones además de aquellas que el sistema de licencias administra. Con tal objeto, simplifica, aclara y minimiza los requisitos administrativos necesarios para obtener las licencias de importación y facilita el acceso a la información sobre los requisitos para tramitarlas.

Como se os señaló en los antecedentes de este informe, el decreto ley N° 3.570, de 1981, aprobó el Acuerdo de la Ronda Tokio; el que fue promulgado por el decreto supremo (RR.EE) N°298, del mismo año, y publicado en el Diario Oficial del 8 de junio de ese año.


b) Estructura normativa del Acuerdo.

El Acuerdo de la Ronda Uruguay, en sus ocho artículos viene, sustancialmente, a reforzar las disciplinas aplicables a los sistemas de licencia de importación y aumenta su transparencia y previsibilidad.

Las
disposiciones generales que contempla el artículo 1, definen el trámite de licencia de importación e intentan reducir las posibilidades de discriminación o discrecionalidad administrativa con respecto a esos trámites .

En lo que se refiere a las licencias automáticas, se establecen criterios para considerar que éstas no tienen efectos restrictivos del comercio (artículo 2) .

Con respecto a las licencias no automáticas, la carga administrativa que pueda representar para importadores y exportadores debe limitarse a lo absolutamente necesario para administrar las medidas a las que se apliquen (artículo 3) .

Para ocuparse de cualquier cuestión relacionada con el funcionamiento del Acuerdo 0 la consecución de sus objetivos, se establece un Comité de Licencias de Importación compuesto de representantes de cada uno de los Miembros (artículo 4).

A este instrumento no podrán formularse reservas respecto de ninguna de sus disposiciones sin el consentimiento de los demás Miembros (artículo 8) .

c)
Opinión
del
ministerio
de


Relaciones Exteriores.

E1 Ministerio de Relaciones Exteriores ha señalado a vuestra Comisión que el "Informe de Importación" que se emplea en Chile para algunas operaciones de importación es, según las definiciones del Acuerdo, una licencia automática, por lo que la incorporación de nuestro país a este instrumento, no produce consecuencias jurídicas especiales en el orden interno.

13.
El Acuerdo sobre subvenciones


y medidas compensatorias.

Este Acuerdo se basa en el Acuerdo relativo a la interpretación y aplicación de los artículos VI, XVI y XXIII, negociado en la Ronda Tokio, aprobado en nuestro país por el decreto ley N°3.567, de 1981; promulgado por el decreto supremo N°300, del mismo año, y publicado en el Diario Oficial del 13 de junio de ese año.

a) Importancia del Acuerdo.


El Acuerdo impone
disciplinas encaminadas a garantizar que las subvenciones no afecten negativamente a los intereses de los Miembros de la OMC ni obstaculicen injustificadamente el
comercio y constituyan una ayuda para los productores perjudicados por subvenciones. Además, reconoce que ellas pueden desempeñar una importante función en los programas de desarrollo económico de los países en desarrollo.

El análisis que el SELA ha hecho de este instrumento señala que este Acuerdo constituye un avance de importancia sustancial en el tratamiento de las subvenciones a nivel multilateral. Indica que por primera vez se adoptan definiciones precisas sobre lo que constituye una subvención, sobre el concepto de competitividad, y sobre el concepto de subvenciones específicas, estableciéndose categorías de subvenciones prohibidas, recurribles y no recurribles, y categorías de países, como los ya señalados en este informe, sujetos o no a la prohibición de subvencionar las exportaciones.

Agrega que este Acuerdo, en conjunción con el Acuerdo sobre Antidumping, pone a disposición de los países de la región poderosos instrumentos de defensa de sus intereses en contra de una "competencia desleal".

b)
Estructura normativa del Acuerdo y efectos en el orden jurídico interno.

E1 nuevo instrumento resultante de la Ronda Uruguay consta de 32 artículos y 7 anexos, referidos a la lista ilustrativa de subvenciones a la exportación prohibidas (anexo I) ; a las directrices sobre los insumos consumidos en el proceso de producción (anexo II); a las directrices para determinar si los sistemas de devolución constituyen subvenciones a la exportación en casos de sustitución (anexo III); al cálculo del total de subvención ad valorem (anexo IV) ; a los procedimientos para la obtención de la información relativa al perjuicio grave :(anexo V); al procedimiento que debe seguirse en las investigaciones in situ realizadas para constituir pruebas en materia de derechos compensatorios (anexo VI), y a la lista de países en desarrollo que no están sujetos a la prohibición de las subvenciones supeditadas de jure o de facto a los resultados de exportación. Dichos países son los menos adelantados, designados como tales por las Naciones Unidas, que sean Miembros de la OMC, y los países cuyo PNB por habitante sea inferior a 1.000 dólares anuales; entre los cuales los tres latinoamericanos son Bolivia, Guatemala y República Dominicana.

Una
visión de conjunto de las disposiciones de este Acuerdo, muestra que, en primer lugar, se define el término subvenciones, considerándose que ella existe cuando haya una contribución financiera de un gobierno o de cualquier organismo público que implique una transferencia directa de fondos, por ejemplo, donaciones, préstamos y aportes de capital, o posibles transferencias directas de fondos o de pasivos, por ejemplo, garantías de préstamos.

También se consideran subvenciones la condonación o no recaudación de ingresos públicos que en otro caso se percibirían, por ejemplo, las bonificaciones fiscales, la compra de bienes o el proporcionar bienes o servicios que no sean infraestructura general. Se agregan a ellas, el sostenimiento de ingresos o de precios (artículo 1).

En segundo lugar, se establecen tres categorías de subvenciones, también denominadas en el lenguaje técnico como subsidios; las prohibidas (artículos 3 y 4); las recurribles (artículos 5, 6 y 7), y las no recurribles (artículos y 9).

Se declaran prohibidas las supeditadas de jure o de facto a los resultados de exportación, como condición única o entre otras varias condiciones, con inclusión de las citadas a título de ejemplo en el anexo I.

Entre estas se contemplan las otorgadas directamente a una empresa o rama de producción haciéndolas depender de sus resultados de exportación; las tarifas de transporte interior y de fletes para las exportaciones, proporcionadas o impuestas por las autoridades, más favorables que las aplicadas a los envíos

internos, y la exención, remisión o aplazamiento total o parcial, relacionadas específicamente con las exportaciones, de los impuestos directos o de las cotizaciones de seguridad social que paguen o deban pagar las empresas industriales y comerciales.

En los casos en que un país otorgue o mantenga estas subvenciones se podrá recurrir a los mecanismos de solución de controversias a solicitud de un Miembro afectado, iniciándose con las consultas bilaterales y de ser necesario se pasa al procedimiento general de solución de diferencias. En caso que el Grupo Permanente de Expertos adopte una resolución contraria al país que aplica la medida, se recomendará su rápida eliminación y en caso de persistir se autorizarán las medidas de represalia proporcionales al daño que causa la medida.

Los países en desarrollo que mantengan este tipo de medidas tendrán un período de 8 años para ponerlas en conformidad con las disposiciones del Acuerdo, en el caso de las subvenciones de jure o de facto supeditadas a los resultados de la exportación, y 5 años en el caso de las supeditadas al empleo de productos nacionales con preferencia a los importados.

Sin embargo, si un país en desarrollo considera necesario mantener una subvención para alcanzar sus necesidades de desarrollo podrá someter la cuestión a consideración del Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias, el que resuelve. Si lo hace negativamente, el Miembro recurrente dispondrá de un plazo adicional de 2 años para terminar con la subvención.

Como lo hemos visto antes, sólo los países menos adelantados podrán mantener las subvenciones prohibidas .

En el caso de Chile, se plantea la necesidad de concordar con el Acuerdo el sistema de reintegro a exportadores establecido en la ley N°18.480, que favorece las exportaciones menores no tradicionales, para lo cual se dispondrá del plazo máximo de ocho años, en conformidad al párrafo 4 del artículo 27 del Acuerdo.

También deberá ajustarse el beneficio del pago diferido de los derechos de aduana para bienes de capital, en la medida que permite descontar una proporción cuando con ese bien se elaboran productos para la exportación.

Son subvenciones recurribles aquellas medidas que de acuerdo con la definición adoptada constituyan un beneficio para la producción nacional y que tenga "efectos desfavorables para los intereses de otros Miembros" . Estos efectos son daño a la producción nacional; anulación o menoscabo de una concesión, y perjuicio grave a los intereses de un miembro (artículo 5).

Se establece que constituyen un perjuicio grave aquellas subvenciones mayores a un 5% ad valorem del valor del producto; las subvenciones para compensar pérdidas de explotación de una rama de producción o una empresa y la condonación directa de deudas; por lo tanto, ellas estarán sujetas a un procedimiento expedito de investigación y corrección y corresponderá al país infractor demostrar lo contrario (artículos 6 y 7) .

Las subvenciones no
recurribles son aquellas que no tienen efecto directo sobre el comercio y no pueden estar afectas a medidas compensatorias. Por ejemplo, la ayuda financiera para programas de desarrollo tecnológico; la asistencia financiera para regiones desfavorecidas y las destinadas a financiar inversiones en el área del medio ambiente (articuló 8) .

El Acuerdo también regula en su parte V, que comprende del artículo 10 al 23 , las medidas compensatorias. Fundamentalmente, se autoriza a un Miembro a aplicar derechos compensatorios a importaciones que sean subvencionadas en el país de origen y causen o amenacen causar un perjuicio grave a la industria nacional del producto similar.

En esta normativa se establecen disciplinas sobre la iniciación de los procedimientos en materia de derechos compensatorios y sobre las investigaciones de las autoridades competentes, así como de pruebas, para lograr que todas las partes interesadas puedan presentar información y exponer sus argumentos. Se establecen, asimismo, disciplinas sobre el cálculo de la cuantía de una subvención y se sientan las bases para la determinación de la existencia del daño a la producción nacional.

En estas materias, también será necesario hacer los ajustes correspondientes en la ley N°​ 18.525, a fin de establecer la instancia de revisión judicial, administrativa o arbitral de la medida, ya que la Comisión de Distorsión es sólo una autoridad investigadora.

Cabe señalar, por último, que no podrán formularse reservas respecto de ninguna de las disposiciones de este Acuerdo sin el consentimiento de los demás Miembros (artículo 32 ).

14.
El Acuerdo sobre salvaguardias.

a) Alcances del Acuerdo.

Conforme a las declaraciones que los Miembros formulan en el preámbulo, este instrumento es un acuerdo global, basado en los principios fundamentales del GATT de 1994, que aclara y refuerza las disciplinas respecto de las medidas de urgencia sobre la importación de productos determinados que autoriza el artículo XIX del GATT de 1947; restablece el control multilateral sobre las salvaguardias y suprime las medidas que escapan a tal control.

En lo esencial, dicho artículo XIX permite suspender total o parcialmente, retirar o modificar las concesiones convenidas respecto de un producto que, por circunstancias imprevistas y por efecto de dichas concesiones, ingresa al territorio de una Parte Contratante en cantidades tan mayores y en condiciones tales que causa o amenaza causar perjuicio grave a los productores nacionales de productos similares o directamente competidores.

En virtud de la cláusula de la nación más favorecida, estas medidas de salvaguardia deben ser no discriminatorias; es decir, recaer sobre todas las importaciones del producto causante del perjuicio, cualquiera que sea su origen.

La aplicación efectiva de estas medidas de salvaguardia ha presentado diversos problemas por la ausencia de una norma que fije plazo para su duración; además, ellas, como lo señalamos, deben afectar a todas las importaciones, y, por último, el derecho de la parte afectada de solicitar compensación por el menoscabo sufrido ha enfrentado dificultades prácticas de negociación multilateral, lo que ha dado lugar a la celebración de acuerdos bilaterales discriminatorios y al margen del GATT con el objeto de regular el comercio en forma selectiva. En el lenguaje técnico corresponden a las denominadas medidas de "zona gris".


b) Estructura normativa del


Acuerdo.

El Acuerdo adoptado en la Ronda Uruguay consta de 14 artículos, en los que, fundamentalmente, se mantiene el régimen de medidas de urgencia sobre la importación de productos en casos particulares que establece el artículo XIX del GATT de 1947, con los perfeccionamientos siguientes:

a) La adopción de las medidas de salvaguardia debe ser respaldada por una investigación previa de un organismo competente, hecha con arreglo a un procedimiento establecido y hecho público en consonancia con las normas del GATT de 1994, relativas a la publicación y aplicación de los reglamentos comerciales (artículos 2 y 3);

b) La investigación deberá evaluar todos los factores pertinentes de carácter objetivo y cuantificables que tengan relación con la situación de la rama de producción; el ritmo y cuantía del aumento de las importaciones del producto de que se trate; la parte del mercado interno absorbida por las importaciones, entre otros (artículo 4) .

c) Las medidas de salvaguardia pasan a ser temporales. La regla es que se apliquen únicamente durante el período que sea necesario para prevenir o reparar el daño grave y facilitar el reajuste; pero, no podrán exceder de 4 años, con un máximo de 8 años (N°s. 1, 2 y 3 del artículo 7).

d) La adopción de las medidas de salvaguardia queda sujeta a la revisión de los países miembros de la OMC, en el marco del Comité de Salvaguardias y el Consejo del Comercio de Mercancías (artículo 12) .

e) Las medidas de restricción voluntaria a la exportación, los acuerdos de comercialización ordenada u otras medidas similares respecto de las importaciones o las exportaciones, deberán ser eliminadas en un plazo que no exceda de 4 años (N°2 del artículo 11 ) .

Las normas sobre procedimientos de notificaciones, consultas, vigilancia y solución de diferencias son análogas a las previstas en Acuerdos ya reseñados.

c) Opinión del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El Ministerio de Relaciones Exteriores ha  señalado que las disposiciones de  este Acuerdo son prácticamente inaplicables actualmente en Chile, pues si una medida de salvaguardia consiste en elevar los derechos de aduana ello es materia de ley y por disposición orgánica constitucional del Banco Central no se puede aplicar otras restricciones a las importaciones o exportaciones.

15. El Acuerdo General sobre el Comercio de Servicio.

a) Importancia del Acuerdo.

El GATT excluyó, desde sus orígenes, la regulación de los servicios. Sus normas han estado orientadas sólo al comercio de mercancías o bienes. El Acuerdo General sobre el Comercio de Servicio, también conocido por su sigla GATS: General Agreement on Trade in Services, es el primer tratado multilateral que se ocupa de disciplinar el comercio internacional del sector, que representa, actualmente, el 20% del comercio total, según estudios de la Unión Europea sobre la Ronda Uruguay que vuestra Comisión ha tenido a su disposición.

Por su parte, CEPAL señala en su documento antes citado que estadísticas de UNCTAD, 1994, permiten concluir que de los principales 40 países exportadores de servicios de 1990, Estados Unidos, Francia y Japón, representaban un 30% del valor total mundial del comercio de servicios. Asimismo, 9 países en desarrollo exportadores de servicios representaban, en conjunto, sólo el 6,6° del valor total de las exportaciones.

La participación de los países en desarrollo aumenta de un 9% en 1970 a un 13% en 1990; pero analizada esa participación por regiones, se observa que Asia, en ese período, pasa de un 2, 4% a un 7%; en cambio, América Latina baja de un 5% a un 3,6%.

En estas condiciones, se estima que para América Latina, una región con poca capacidad de influencia en las negociaciones comerciales multi​laterales, es conveniente contar con un marco jurídico, como el establecido en el GATS, que le permite entenderse con sus principales socios comerciales frente a cualquier conflicto con ellos.



En ese espíritu, la región tuvo una activa participación en las negociaciones de servicios, ya que el 26 de febrero de 1990, Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Honduras, Jamaica, Nicaragua, México, Perú, Trinidad‑Tobago y Uruguay, presentaron una propuesta  al Grupo de Negociaciones sobre Servicios, en la que se planteaba una estructura para el Acuerdo Marco sobre Comercio de Servicios, del cual se retuvieron, en definitiva, el compromiso de reciprocidad relativa y menores niveles de compromiso, entre otros elementos.

La necesidad de contar con un Acuerdo específico para el comercio de servicios se justifica por las diferencias que hay entre este comercio y el de mercancías o bienes regulado por el GATT. El comercio de servicios puede generar un movimiento de factores productivos: capital y trabajo, que no se presente en el comercio de mercancías. Además, en el comercio se servicios el
ámbito normativo de extiende a problemas de inmigración, revalidación de títulos profesionales o legislación laboral, entre otros.

Se señala, además, que la fuerte expansión: de este comercio en las últimas décadas hizo indispensable la ampliación del régimen multilateral al intercambio de servicios y que el haberlo logrado es uno de los avances más importantes de la Ronda Uruguay.

b) Estructura normativa del Acuerdo.

El GATS es un tratado de estructura análoga al GATT:

1) Su texto principal, compuesto de 29 artículos, en el que se establecen las obligaciones de los Miembros de la OMC;

2) Los 8 anexos, referidos a las materias siguientes

‑ A las exenciones a la obligación de otorgar el trato de la nación más favorecida;

- Al movimiento de personas físicas proveedoras de servicios en el marco del Acuerdo;

‑ A los servicios de transporte aéreo;

‑ A los servicios financieros;

‑ A las negociaciones sobre servicios de transporte marítimo;

‑ A las telecomunicaciones;

‑ A las negociaciones sobre tele​comunicaciones básicas, y

3) Las listas de los compromisos contraídos por los países Miembros, anexos al Acuerdo y que forman parte integrante del mismo. Entre ellas se anexan las dos listas de Chile. Una, es la lista de los compromisos específicos, y, la otra, es la lista final de exenciones al tratamiento de la nación más favorecida que nuestro país entrega conforme al artículo II del Acuerdo.

El Ministerio de Relaciones Exteriores informó a vuestra Comisión que los compromisos de acceso a los mercados asumidos por Chile fueron negocialos de manera que se encuadren dentro de la actual legislación y reglamentación pertinente, dejando incluso un margen para futuras modificaciones que puedan ser necesarias y que impliquen algún grado de restricción al acceso al mercado. Sostuvo que, por tanto, no hay modificaciones legales.

El artículo I define el ámbito de aplicación del Acuerdo, en el que se comprenden cuatro modalidades básicas de suministro internacional de un servicio, las que el señor Raúl Sáez, expositor de CIEPLAN ante vuestra Comisión, describe así:

1) El comercio transfronterizo, del territorio de un país al de otro. Un ejemplo de esta modalidad es el encargo de un diseño de ingeniería a una empresa en otro país;

2) El suministro del servicio en el territorio de un país a consumidores de otro país. Un ejemplo sería la atención médica a extranjeros;

3) La prestación de un servicio por medio de presencia comercial en el territorio de otro país. Por ejemplo, a través del establecimiento de una filial de la empresa extranjera proveedora de servicios, como banco, compañía de seguros, etc., y

4) Prestación por medio de la presencia temporal de personas físicas en el territorio de otro país. Un ejemplo es la contratación de un consultor extranjero con permanencia por unos meses en el lugar donde se realiza la consultoría.

Desde el punto de vista normativo, el GATS se funda en el principio de no discriminación que es la base
del sistema  multilateral de comercio  institucionalizado en el GATT. Este principio se concreta en el trato de la nación más favorecida y el trato nacional que los Miembros deben observar según los artículos II y XVII.

En virtud del primero, cada Miembro debe otorgar inmediata e incondicionalmente a los servicios y proveedores de servicio de cualquier otro Miembro un trato no menos favorable que el que conceda a los servicios similares y a los proveedores similares de cualquier otro país, sin perjuicio de las ventajas que confiera a países adyacentes, limitados a las zonas fronterizas contiguas, con el fin de facilitar el intercambio de servicios que se produzcan y consuman localmente (artículo II).
I

Las exenciones el tratamiento de más favor no podrán exceder de un plazo de 10 años y en todo caso estarán sujetas a negociación en posteriores rondas de liberalización del comercio, conforme lo señala el N°‑ 6 del anexo sobre exenciones de la obligación de otorgar dicho trato establecida en el artículo II del Acuerdo.

El segundo, dispone que sólo en los sectores inscritos en las Listas, cada Miembro otorgará a los servicios y proveedores de servicios de cualquier otro Miembro, con respecto a todas las medidas que afecten al suministro de servicios, un trato no menos favorable que el que dispense a sus propios servicios similares o proveedores de servicios similares (artículo XVII).

El Acuerdo contempla, además, disposiciones que obligan a los Miembros a dar transparencia a su participación en el Acuerdo.

En ese orden, deben publicar todas las medidas pertinentes de aplicación general que se refieren al Acuerdo o que afecten su funcionamiento (artículo III ) .

No obstante, se les reconoce el derecho a. no facilitar informaciones confidenciales cuya divulgación pueda constituir un obstáculo para el cumplimiento de sus leyes; que sea contraria al interés público o que pueda lesionar los intereses comerciales legítimos de empresas públicas o privadas (artículo III bis).

En favor de los países en desarrollo se ha previsto una participación creciente en el comercio mundial del sector para lo cual deberán negociarse compromisos específicos conforme a pautas que define el artículo IV.

La integración económica es objeto de disposiciones análogas a las del artículo XXIV del GATT, de manera que los Miembros podrán celebrar acuerdos para liberalizar el comercio de servicios entre los países que sean partes del mismo, a condición que tales acuerdos tengan una cobertura sectorial sustancial y establezcan la ausencia o la eliminación en lo esencial de toda discriminación entre las partes (artículo V).

También se permite la integración de los mercados del trabajo, a condición que en los acuerdos respectivos se exima a los ciudadanos de las partes en el acuerdo de las exigencias de permisos de residencia y de trabajo (artículo V bis).

Dado que las reglamentaciones nacionales, y no las medidas en frontera, son las que más influyen en el comercio de servicios, se establece que todas las medidas de aplicación general que afecten este comercio deberán ser administradas de manera razonable, objetiva e imparcial y las decisiones administrativas correspondientes, deberán ser, eventualmente, revisables en tribunales judiciales, arbitrales o administrativos (artículo VI) .

Para facilitar el reconocimiento de la educación o experiencia obtenida por los proveedores de servicios, el Acuerdo propende a la armonización y a la utilización de criterios internacionalmente convenidos. En caso de que un Miembro proceda autónomamente, su reconocimiento no deberá constituir un medio de discriminación entre países ni una restricción encubierta al comercio de servicios (artículo VII).

              Frente a  los monopolios y proveedores exclusivos de servicios, los Miembros deben asegurarse que el proveedor no actúe de manera incompatible con las obligaciones que el Miembro tiene en virtud del trato de la nación más favorecida (artículo VIII).




                                      En materia de las prácticas comerciales, que pueden limitar la competencia o restringir el comercio de servicios, los miembros se comprometen a celebrar consultas con miras a su eliminación (artículo X).

Ningún Miembro podrá aplicar restricciones a los pagos y transferencias internacionales por transacciones corrientes referentes a servicios por él contratados (artículo XI), salvo en los casos en que sean necesarias para proteger la balanza de pagos (artículo XII).

Las disposiciones del Acuerdo relativas al tratamiento de la nación más favorecida, al acceso a los mercados y al tratamiento nacional, no serán aplicables a la normativa interna que rija la contratación por organismos gubernamentales de servicios destinados a fines oficiales y no a la reventa comercial o a su utilización en el suministro de servicios para la venta comercial (artículo XIII).

El Acuerdo autoriza, en sus artículos XIV y XIV bis, excepciones al régimen del Acuerdo, análogas a las que el GATT contempla en sus artículos XX y XXI.

En el artículo XV del Acuerdo en informe, los Miembros reconocen que las subvenciones pueden tener efectos de distorsión del comercio de servicios, por lo cual se comprometen a entablar  negociaciones con miras a elaborar las disciplinas multilaterales necesarias para evitarlos.

Para el cumplimiento de los objetivos de este Acuerdo, los Miembros se comprometen a entablar sucesivas rondas de negociaciones, la primera a más tardar cinco años después de la fecha de entrada en vigor el Acuerdo sobre la OMC, y periódicamente después, con miras a lograr un nivel de liberalización progresivamente más elevado (artículo XIX).

Los Miembros podrán modificar o retirar en cualquier momento un compromiso consignado en su lista después de tres años a partir de la entrada en vigencia de ese compromiso, previas las negociaciones que contempla el Acuerdo con miras a llegar a un acuerdo sobre los ajustes compensatorios que sean necesarios (artículo XXI).

En las disposiciones institu​cionales que se contemplan entre los artículos XXII y XXVI se regulan los procedimientos de consultas y de solución de controversias entre los Miembros; las funciones del Consejo del Comercio de Servicios; la cooperación técnica a los proveedores de servicios, y las relaciones con otras organizaciones internacionales, entre ellas con la ONU y sus organismos especializados.

Por último, en las disposiciones finales, se permite que un miembro niegue las ventajas del

Acuerdo al suministro de servicio proveniente de un país no Miembro o de uno que no aplica el Acuerdo sobre la OMC; similar regla se aplica en el suministro de un servicio de transporte marítimo, y en el caso en que el proveedor de servicios es una persona jurídica (artículo XVII).




     c) Opinión
del Ministro de


                                                     Relaciones Exteriores.

El Ministro de Relaciones Exteriores manifestó a vuestra Comisión que el GATS no impone ninguna obligación que sea incompatible o que modifique la legislación nacional.

En
seguida os reseñaremos los siguientes anexos de este Acuerdo.

1) El anexo sobre el movimiento de personas físicas proveedoras de servicios en el marco del Acuerdo.

En lo sustancial, dispone que los Miembros podrán negociar compromisos específicos aplicables al movimiento de todas las categorías de personas físicas proveedoras de servicios en el marco del Acuerdo, el que no será aplicable a las medidas que afecten la ciudadanía, residencia o empleo con carácter permanente.

Precisa, además, que el Acuerdo no aplica medidas para regular la entrada o la estancia temporal de personas físicas en el territorio de un Miembro, incluidas las necesarias para proteger la integridad de las fronteras y garantizar el movimiento ordenado de personas a través de las mismas, siempre que esas medidas no se apliquen para anular o menoscabar las ventajas resultantes para un miembro en los términos de un compromiso específico.

2) El anexo sobre servicios de transporte aéreo dispone, básicamente, que el Acuerdo no se aplicará a los derechos de tráfico y a los servicios relacionados con el ejercicio de tales derechos, pero sí se aplicará a las medidas que afecten a los servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves; a la venta y comercialización de los servicios de transporte aéreo, y a los servicios del sistema de reserva informatizadas.

3) El anexo sobre servicios financieros. Por primera vez en la historia de la cooperación económica internacional, un tratado se refiere, principalmente, a los servicios bancarios y de seguros. Básicamente, permite que un Miembro adopte medidas por motivos cautelares, entre ellos la protección de inversores, depositantes, tenedores de pólizas o personas con las que un proveedor de servicios financieros tenga contraída una obligación fiduciaria, o para garantizar la integridad y estabilidad del sistema financiero.

También se reconoce el derecho del Miembro a negarse a revelar información relativa a los negocios; y contabilidad de clientes particulares ninguna información confidencial o de dominio privado en poder de entidades públicas.

4)
El anexo sobre telecomu​nicaciones reconoce el carácter dual de este sector como modo de suministro y como servicio en sí mismo. Señala, principalmente, que el acceso a las redes y servicios públicos de telecomunicaciones y a su utilización debe ser concedido en términos razonables y no discriminatorios, para permitir. el suministro de cualquier otro servicio consignado en las listas. No deben imponerse más condiciones a la utilización de las redes públicas que las necesarias para salvaguardar las responsabilidades de sus operadores, en cuanto operadores de servicios públicos.

16.
El Acuerdo sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio.

a) Importancia del Acuerdo.

Este instrumento ha sido calificado por los expertos como el más completo tratado internacional multilateral que se haya negociado sobre la materia y, por ende, como el más importante de los adoptados en este siglo para regular la propiedad intelectual. En su artículo 2 se recogen diversas disposiciones sobre propiedad intelectual establecidas en otros tratados vigentes, como el Convenio de Berna sobre protección de obras literarias y artísticas; el Convenio de París sobre protección de la propiedad industrial; el tratado de Washington sobre circuitos integrados, y la Convención de Roma sobre protección de artistas, intérpretes o ejecutantes, de los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión, haciendo obligatoria su observancia. Nuestro país es parte de los Convenios de Berna, de París y de Roma, promulgados en el orden interno, por los decretos supremos (RR.EE.) N°s. 121, de 1973; 425, de 1991 y 390, de 1974, respectivamente.

Este Acuerdo también se conoce por sus siglas española ADPIC o inglesa TRIPS: Trade Related Aspects on Intellectual Property Rights.

b) Propósitos del Acuerdo.

Conforme a su preámbulo, los objetivos de este Acuerdo son, principalmente, los siguientes:

a) Reducir las distorsiones del comercio internacional y los obstáculos al mismo resultantes de una inadecuada y desuniforme protección de los derechos de propiedad intelectual entre los países;

b) Establecer nuevas normas y disciplinas relativas a la aplicabilidad del GATT de 1994 y a los tratados internacionales en materia de propiedad intelectual; a la existencia, alcance y ejercicio de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio, y a la prevención y solución multilateral de las diferencias que surjan entre los Gobiernos a propósito de esta propiedad;

c) Establecer un marco multilateral de
principios,


normas y disciplinas relacionadas con el comercio internacional de mercaderías falsificadas, reconociendo que los derechos de propiedad intelectual son derechos privados, y
d) Promover la innovación tecnológica, la. transferencia y difusión  de tecnología en beneficio recíproco de productores y usuarios de conocimientos tecnológicos.


c) Estructura normativa
del


Acuerdo.


Con tales propósitos los Miembros adoptan  un tratado que consta de 73 artículos, agrupados en siete ; partes en las que se regulan las materias siguientes:

‑ Parte I: disposiciones generales  y principios básicos ( artículos 1 al 8 ) ;


‑ Parte II: normas relativas a la  existencia, alcance y ejercicio de los derechos de propiedad intelectual ( artículos 9 al 40 ) ;


‑ Parte III: observancia de los derechos de propiedad intelectual (artículos 41 al 61);


‑ Parte IV: adquisición  y mantenimiento de los derechos de propiedad intelectual y procedimientos contradictorios relacionados ( artículo 62 ) ;

                                                                  - Parte V: prevención y solución de diferencias ( artículos 63 y 64 ) ;


‑ Parte
VI:
 disposiciones transitorias (artículos 65 a 67 ) , y


‑ Parte
VII:
disposiciones constitucionales; disposiciones finales (artículos 68 a 73).

Conforme a la orientación general del GATT; el principio rector del Acuerdo para la protección de la propiedad intelectual es el de la no discriminación, en virtud del cual los Miembros de la OMC se obligan a otorgarse el trato nacional y el tratamiento de la nación más favorecida (artículos 3 y 4) .

El trato nacional ya se aplica en Chile como consecuencia de que nuestro país es parte de los Convenios de París, de 1883, y de Berna, de 1886; pero deberá hacerse extensivo a los demás objetivos de propiedad intelectual previstos en el Acuerdo como las indicaciones geográficas, inclusive las que identifiquen vinos y bebidas espirituosas (artículos 22 y 23); los circuitos integrados (artículos 35 y 36) y la protección de la información no divulgada (artículo 39).

El tratamiento de la nación más favorecida se juzga técnicamente menos importante en esta materia y su incorporación al régimen del Acuerdo se decidió a instancia de los países de la Unión Europea para evitar distorsiones producidas en acuerdos bilaterales suscritos por los Estados Unidos con países asiáticos.

Las normas relativas a la existencia, alcance y ejercicio de los derechos de propiedad intelectual son consideradas las normas más importantes, por cuanto establecen un conjunto de normas mínimas para las siete categorías de derechos que son cubiertas por el Acuerdo:

a) Derecho de autor y derechos conexos (sección 1: artículos 9 a 14 ) ;

b) Marcas de fábrica o de comercio (sección 2: artículos 15 a 21) ;

c) Indicaciones geográficas (sección 3 : artículos 22 a 24);


d) Diseños y modelos industriales sección 4: artículos 25 y 26 ) ;

e) Patentes (sección 5: artículos 27 a 34 ) ;

f) Circuitos integrados (sección 6: artículos 35 a 38 ) , y


g) Protección de la información no divulgada ( Sección 7:  artículo 39 ) .

Estas son normas mínimas de protección, porque cualquier Estado puede, al tenor del N°1 del artículo 1, otorgar una protección más amplia que la establecida en el Acuerdo, a condición de que tal protección no infrinja las disposiciones del mismo. Tal sería el caso, por ejemplo, en que el plazo de protección de la ley local fuera superior a 20 años, período contemplado en el artículo 33 del Acuerdo.

Un tercer aspecto importante de este Acuerdo, a juicio de los especialistas, son sus normas relativas a procedimientos y recursos civiles y administrativos que se contemplan entre los artículos 42 y 50 para lograr la observancia de todos los derechos de propiedad intelectual.

En dichos artículos se fijan los principios que deben regir la rendición de pruebas, los mandamientos judiciales y la indemnización de perjuicios, principalmente.

Otro elemento importante en  el Acuerdo, es la incorporación de los procedimientos generales del GATT a la prevención y solución de las controversias que se produzcan con ocasión de la existencia, alcance, adquisición, observancia y abuso de los derecho de propiedad intelectual.



Para modificar sus leyes internas, 
(conforme a las normas del Acuerdo, los países en  desarrollo tendrán un plazo cinco años y los de menor desarrollo un plazo total y único de diez anos (N°s. 1 y 2 del artículo 65 y artículo 66 ).

                                          También dispondrán de un plazo adicional de cuatro años, los países que se encuentren en proceso de transformación de una economía planificada a una economía de mercado y de libre empresa y que deban realizar una reforma de su sistema de propiedad intelectual.


d) Efectos en el orden normativo



nacional.


Las
 principales modificaciones legales qué debería asumir Chile como consecuencia de su incorporación al Acuerdo, tanto en la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual, como en la ley N° 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial, serían las siguientes:




a) Extender la aplicación
del 
trato nacional a la información no divulgada y 
los circuitos integrados por cuanto en la normativa interna no cuentan con una adecuada protección;

                                                       b) Incorporar expresamente a su legislación el tratamiento de la nación más favorecida en materia de propiedad intelectual;

c) Incluir en la protección de los derechos de autor la protección de las bases de datos;

d) Regular la protección de las denominaciones de origen, previendo un mecanismo de protección de las denominaciones extranjeras y de las denominaciones aplicables a vinos y licores, y

e) Ampliar de 15 a 20 años el período de protección de las patentes, pero a partir de la presentación de la solicitud.

El plazo que se que se dispondrá para hacer las adecuaciones de la ley interna con el Acuerdo será de cinco años, a partir de la vigencia del Acuerdo sobre la OMC.

La opinión especializada señala que nuestro país se encuentra en muy buenas condiciones para recibir los beneficios de la innovación tecnológica y de la inversión extranjera que traerá consigo la aplicación de este Acuerdo, dadas las reformas realizadas en la legislación chilena en materia de protección a la propiedad intelectual; especialmente frente a países que actualmente tienen un bajo nivel de protección, como la india, Brasil y otros países latinoamericanos, que debieran enfrentar mayores dificultades para implementarlo en sus respectivos ordenamientos internos.

Por otra parte, se estima que la tecnología e inversión nacionales podrán contar con

mejores y más eficaces medios de protección en otros países, gracias a la vigencia de este Acuerdo, particularmente, en países latinoamericanos.

17.
El entendimiento relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias.

a)
Importancia de los procedi​mientos del GATT para resolver las diferencias entre sus Miembros.

El GATT de 1947 ofrece a sus Partes Contratantes procedimientos muy flexibles y no jurisdiccionales para la solución de diferencias que surjan entre ellas con ocasión del aumento de los derechos de aduana consolidados; de la conversión de derechos específicos en derechos ad valorem; del establecimiento de cuotas; de las ayudas a la exportación y de las políticas agrícolas: A partir del GATT de 1994, podrán agregarse las diferencias producidas en el comercio de servicios y en la protección internacional de los derechos de propiedad intelectual.

En el procedimiento, regulado en los artículos XXII y XXIII del GATT, modificados en las negociaciones de la Ronda Tokio, se contempla como primer recurso, las consultas bilaterales entre las Partes Contratantes interesadas en la diferencia. Si fracasan, las Partes pueden elegir entre recurrir directamente a las Partes Contratantes o a los buenos oficios del Director General del GATT.

En el evento de ser un problema de interés general que concierna a otros Estados las Partes Contratantes en diferencia pueden solicitar al Consejo de Representantes la creación de un grupo de trabajo, al cual ellos pueden integrarse. El informe del grupo, generalmente establecido por consenso, es sometido a la aprobación del Consejo, el que lo transmite en consulta a la Reunión de las Partes Contratantes.

Pero la Parte Contratante que plantea la diferencia puede solicitar con el acuerdo de la otra Parte, la creación de un grupo especial de expertos, que en inglés se llama panel.

El panel comprende entre 3 y 5 miembros independientes, elegidos entre los Delegados permanentes de Partes Contratantes no partes en el diferendo, más algunos funcionarios que conozcan las materias del GATT. Su papel consiste en emitir un informe en derecho sobre la medida impugnada y las Partes Contratantes son libres de aceptarlo.

Nuestro país ha tenido ocasión de recurrir a este procedimiento con ocasión de las medidas restrictivas al comercio internacional de manzanas adoptadas por las Comunidades Europeas, entre otros casos.

Este sistema de solución de diferencias del GATT es uno de los elementos claves del orden comercial multilateral y las reformas que se le introducen en el entendimiento en informe son de la mayor trascendencia, como lo señala el mensaje.

El SELA, al comentar este instrumento, expresa que el establecimiento de la OMC y la adopción del nuevo sistema integrado de solución de controversias constituye el más poderoso instrumento multilateral. de defensa de los intereses de los participantes en el sistema multilateral de comercio adoptado hasta la fecha.

Se habla de sistema integrado, porque los miembros, conforme lo dispuesto por el N° 1 del artículo 1 del Entendimiento, podrán aplicar sus normas y procedimientos a las diferencias existentes en cualquiera de los Acuerdos Comerciales Multilaterales que se han reseñado en este Informe, más los derivados del Acuerdo sobre la OMC y los Acuerdos Plurilaterales. En suma, en todos los Acuerdos de la Ronda Uruguay.

El mensaje precisa que con las reformas que contiene este Entendimiento se cumplió el propósito de reforzar el sistema de manera que opere bajo el imperio del derecho, única defensa que tienen los países medianos o pequeños para protegerse del proteccionismo y la discriminación que viola las reglas del comercio internacional.

b)
Estructura normativa del


Entendimiento.

El Entendimiento adoptado en la Ronda Uruguay consta de 27 artículos y cuatro apéndices, relativos a los acuerdos abarcados por el entendimiento (1); a las normas y procedimientos especiales o adicionales contenidos en los Acuerdos abarcados (2); al procedimiento de trabajo (3), y a los Grupos Consultivos de Expertos ( 4 ) .

Para la administración de los procedimientos que regula el Entendimiento se establece el Órgano de Solución de Diferencias (OSD ) , al que se le faculta para establecer grupos especiales, adoptar informes de tales grupos y del Órgano de Apelación, vigilar la aplicación de las resoluciones y recomendaciones y autorizar la suspensión de concesiones y otras obligaciones en el marco de los Acuerdos abarcados (los Comerciales Multilaterales y los Plurilaterales, más el relativo a la OMC (artículo 2)) .

Los Miembros afirman su adhesión a los principios sobre solución de diferencias aplicadas en el GATT de 1947 y al procedimiento desarrollado y modificado por este instrumento. Además, declaran formalmente que el sistema de solución de diferencias de la OMC es un elemento esencial para aportar seguridad y previsibilidad al sistema multilateral de comercio (N°s. 1 y 2 del artículo 3) .

El primer objetivo de los procedimientos será conseguir la suspensión de las medidas de que se trate si se constata que éstas son incompatibles con las disposiciones de los Acuerdos abarcados, y el último recurso previsto es la posibilidad de suspender, de manera discriminatoria contra el miembro autor de la medida, la aplicación de concesiones o el cumplimiento de otras obligaciones en el marco de los Acuerdos abarcados siempre que el OSD autorice la adopción de esas medidas (N°7 del articulo 3) .


El procedimiento de consulta se fortalece y mejora en las normas del artículo 4.   Si mediante ellas no se llega a una solución en el plazo de 60 días, la Parte demandante podrá solicitar el establecimiento de un Grupo especial.

También podrán las Partes recurrir a los buenos oficios, la conciliación y la mediación (artículo 5) .

Los grupos especiales podrán ser establecidos por decisión del OSD, a petición de las Partes,  los que deberán informar dentro de seis a tres meses, según la urgencia del caso. El OSD adopta el informe por consenso, a menos que la Parte afectada anuncie su intención de apelar.

Estos grupos estarán formados por tres integrantes, a menos que las Partes en la diferencia convengan en que sean cinco. Ellas o sus nacionales no podrán integrarlo (N°s. 3 y 5 del artículo 8).

Los integrantes actúan a título personal y no en calidad de representantes de un Gobierno o de una organización, por lo que los miembros deben abstenerse de darles instrucciones o de ejercer presión sobre ellos en los asuntos sometidos a su conocimiento (n° 9 del artículo 8) .

La apelación al informe del grupo especial ante el Órgano de Apelación es una de las novedades importantes que se introducen al procedimiento. Ella sólo tendrá por objeto las cuestiones de derecho tratadas en dicho informe y las interpretaciones jurídicas formuladas en él.

El informe resultante será adoptado por el OSD y aceptado sin condiciones por las Partes en la diferencia, a menos que el OSD tome por consenso una decisión contraria a su adopción (artículos 16 a 19) .

La compensación y la suspensión de concesiones son medidas temporales a las que se puede recurrir en caso de que no se apliquen en un plazo prudencial las recomendaciones y resoluciones adoptadas.  Ellas deben ; contar con la aprobación del OSD.

En el artículo 23, relativo al fortalecimiento del sistema multilateral del Entendimiento, se dispone que los Miembros, por su cuenta, no formularán determinaciones de la existencia de  infracciones ni suspenderán concesiones; sino que recurrirán a las normas y procedimientos del Entendimiento.

c)
Opinión del Ministerio de


Relaciones Exteriores.

El Ministerio de Relaciones Exteriores ha hecho notar a vuestra Comisión que el Entendimiento no produce consecuencias jurídicas en el orden jurídico interno.

18.
El mecanismo de examen de las


políticas comerciales.

El mensaje define este mecanismo como el aspecto informativo de la OMC en el que se prevé el examen periódico de la política comercial de los Miembros, sin efectos vinculantes o directos para ellos. Agrega que este sistema a los servicios y la propiedad intelectual, asegurando más transparencia y obligando a los Gobiernos a responder y responsabilizarse internacionalmente por sus políticas e instrumentos.

El instrumento en informe, por su parte señala. que la finalidad de este Mecanismo (MEPC) es coadyuvar a una mayor adhesión de todos los Miembros a las normas y disciplinas de los Acuerdos Comerciales Multilaterales y a los compromisos contraídos en su marco, y, por ende, a un mejor funcionamiento del sistema multilateral de comercio mediante la consecución de una mayor transparencia en las políticas y prácticas comerciales de sus Miembros (letra A) .

Para realizar estos exámenes se establece un órgano de Examen de las Políticas Comerciales (OEPC).

Las
primeras cuatro entidades comerciantes, (contando las Comunidades Europeas como una), según su participación en el comercio mundial en un período representativo reciente, serán examinadas cada dos años. Las 16 siguientes cada cuatro años. Los demás Miembros, cada seis años, pudiendo fijarse un intervalo más extenso para los países menos adelantados (letra C).

Para lograr el mayor
grado de transparencia los Miembros rendirán al OEPC informes periódicos (letra D) .

Por su contenido, este mecanismo no producirá efectos jurídicos específicos en el orden normativo vigente.

C. 
Reseña de los Acuerdos Comer​ciales                             Plurilaterales.

Estos Acuerdos, resultados de la Ronda Uruguay, no han sido acompañados con el mensaje, ya que Chile no se incorporará a ellos, como lo hemos comentado anteriormente. Ellos son los Acuerdos sobre el comercio de aeronaves civiles, sobre contratación pública y los relativos a los productos lácteos y a la carne de bovino.

Los especialistas los describen como el apéndice residual de la OMC, la que pese a nacer con una vocación universal, admite la circunstancia de que en los sectores económicos señalados puedan ser necesarios disciplinas específicas aplicables sólo entre aquellos países que así lo decidan.

IV. DECISIONES DE LA COMISION.

A)
Aprobación del proyecto de


acuerdo.

Al término del estudio de estos instrumentos, vuestra Comisión compartió ampliamente los propósitos de liberalización del comercio internacional que los inspiran, tanto en los sectores históricamente regulados por el GATT como en los nuevos que se incorporan al sistema multilateral a partir de la Ronda Uruguay. Además, estimó que el perfeccionamiento y reforzamiento de los mecanismos de solución de diferencias en el marco del GATT es conveniente para los intereses del país, por cuanto permitirá al sector exportador nacional disponer de recursos más eficaces para defenderse de medidas restrictivas o de distorsión en los mercados a los que acceden nuestros productos.

El estudio ha mostrado que la incorporación de Chile a estos tratados obligará a modificar diversas normas legales, principalmente, en las (leyes N°s. 18..525; 18.480; 17.336, y 19.093, en materias que son, por lo general, del ámbito reservado a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, la que será ejercida, según los antecedentes recibidos por vuestra Comisión, en los plazos que los respectivos Acuerdos dan a los Países Miembros para adecuar su legislación interna.

Por todo lo expuesto en este informe, más los antecedentes que os podrá proporcionar el H. Diputado Informante, vuestra Comisión Especial de Estudio de los acuerdos adoptados en el marco de la Ronda Uruguay del GATT, decidió, por unanimidad aprobar los instrumentos en informe y proponeros que adoptéis el artículo único del proyecto con modificaciones formales que tienen por objeto principal, por una parte, limitar la decisión de la H. Cámara sólo a los acuerdos en que Chile se hará parte, según lo ha señalado el mensaje, y, por otra, hacer una mención expresa en la norma de los acuerdos que se aprueban como una manera de que el proyecto contribuya a la publicidad que debe darse a estos instrumentos conforme lo dispuesto por el artículo X del GATT.

B)
Texto sustitutivo del artículo


único del proyecto de acuerdo.

El texto sustitutivo del artículo túnico que os propone vuestra Comisión tuvo origen en indicación suscrita por los señores Diputados Estévez, don Jaime (Presidente de la Comisión); Avila, don Nelson; Dupré, don Carlos; Fuentealba, don Renán; Leay, don Cristian; Letelier, don Juan Pablo; Munizaga, don Eugenio,  y Silva, don Exequiel, aprobada por unanimidad. Su texto es el siguiente:

"Artículo único.‑ Apruébanse el Acuerdo de Marrakech, por el que se establece la Organización mundial del Comercio y los acuerdos anexos que se indican, adoptados en Marrakech, Marruecos, el 15 de abril de 1994, al término de la Octava Ronda de Negociaciones Multilaterales del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT):

a) El Anexo 1A, que comprende:

El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 ("GATT de 1994") y la Lista VII, que recoge las concesiones y compromisos arancelarios de Chile, incluida en el Protocolo de Marrakech, anexo al GATT de 1994;

El Acuerdo sobre la agricultura;

El Acuerdo sobre la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias;

El Acuerdo sobre los textiles y el vestido;


El Acuerdo sobre obstáculos técnicos al comercio:

El Acuerdo sobre las medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio;

El Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y comercio de 1994;

El Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994;

El Acuerdo sobre inspección previa a la expedición;

El Acuerdo sobre normas de origen;

El Acuerdo sobre procedimientos para el trámite de licencias de importación;

El Acuerdo sobre subvenciones y medidas compensatorias, y

El Acuerdo sobre salvaguardias.

b) El Anexo 1B: Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios, incluida la lista de compromisos específicos de Chile.

c) E1 Anexo 1C: Acuerdo sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio.

d) El Anexo 2: Entendimiento relativo a, las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias, y


e) El Anexo 3: Mecanismo de examen de las políticas comerciales.”

C)
Designación de Diputado Informante.

Vuestra Comisión designó al H. don Jaime Estévez Valencia, Presidente de la Comisión.

D) Menciones reglamentarias.

Los instrumentos en informe no contienen disposiciones que incidan en materias orgánico constitucionales ni de quórum calificado.

La Comisión estima, además, que estos tratados no tienen incidencia presupuestaria y financiera directa e inmediata para el Estado, sus organismos y empresas, pero sus normas deben producir significativos efectos sobre la economía del país, por lo que se acordó poner estos instrumentos en conocimiento de la H. Comisión de Hacienda para que emita un informe al respecto, si lo estima necesario.

De lo que se deja constancia para los efectos de los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Cámara.

Acordado en sesiones de los días 5, 13, 19 y 20 de octubre y 2 de noviembre, de 1994, con asistencia de los señores Diputados Estévez Valencia, don Jaime (Presidente de la Comisión); Álvarez‑Salamanca Büchi, don Pedro; Ávila Contreras, don Nelson;  Caminondo Sáez,
don Carlos; Dupré Silva, don Carlos; Fuentealba  Vildósola, don Renán; Leay Morán, don Cristian; Letelier Morel, don  Juan Pablo; Matthei Fornet, doña 
Evelyn; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Rebolledo Leyton, doña Romy; Silva Ortiz, don Exequiel, y Walker Prieto, don Ignacio.

SALA DE
LA COMISION,  a  2 
de noviembre de 1994.

                                                                            FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

                                                                                Secretario de la Comisión
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